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• INTRODUCCION • 

La intervenclbn del H1n1sterlo Pllbl1co Federal como parte 
en et Ju1c10 a.e Amparo ha s1a.o siempre el centro a.e mUlttples 
polemtcas· en la Ctencin ctel Derecho. 

Estas polt?m1cas parten desde la na t.uraleza misma del 
H1n1ster10 Pllbl1co Federal, y la func1bn que el mls•o 
desempena en el Ju1c10 ele Amparo, como r·epresentantc <le la 
SOClCdad Y de los Intereses ele! Cstad.o, hasta SU JDtervencJ.bll 
como parte en el Ju1c10 constt tuc1onal , en aquellns casos en que 
exista un 1ntert:s plJbl1co; asl como la facultad. de abstenerse de 
2nterven1r cuando no exista tal 1nterl!s. 

Todos estos debates, ast como la prcucupac1bn de que una 
rnstituctbu encargada de velar por los mb.s altos tnt.ereses etc la 
sociedad no tenga una 2ntervenc1bn tan trascendente como clcbwra 
en nuestro Ju1c10 Const1tuc1onal, me han clectcUclo ha reaJtzar 
~ste modesto ensayo; no con la 1ntenc1bn de agotar Ja 
problcmattca que plantea la 1ntcrvenc1bn acl H1n1::.tcrJO Pllbltco 
Federal como parte en el Ju1c10 de Amparo, sino por el contrarto 
orientar una po1~m1ca que ha cxlsttdo. y que substste desde Ja 
apar1c1bn el.e nuestro Ju1c10 Const1tuc.íonal, ae tal manerd que 
llegue en la med.1da a.e lo posible al leg1slaclor, con la sola 
prctensJbn <le que t?ste aclare la lntervenc1bn de la 
representac1bn social en el Ju1c10 ele Amparo en hencf1c10 del fin 
lll timo del Derecho : .. La Jus t1c1a y el bten com\.ln ae la 
soc1Cdild 

Pasemos pues, a la tarea plantead.a como objetivo de t?~tc 
trabaJo y que por su trasccna.cncta social y JUrld.tca resulta 
apastouan te y de gran tmportancta en el campo d.el Derecho 
constt t uc1onal. 
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CAPITULO I 

" EL MINISTERIO PUBLICO FEDERAL " 



" EL MINISTERIO PUBLICO FEDERAL " 

Considero prudente antes de introducirnos al estudio de 
este tema recordar que el Ministerio Ptlblico es una Institución 
del Estado que depende del Poder Ejecutivo, que tiene a su cargo 
la persecusión de los delitos, quien actUa en reprcsentació~ de 
la sociedad y que tiene la facultad exclusiva del ejercicio de ld 
acción penal, en todos aquéllos casos que le asignen las leyes. 

A) ANTECEDENTES HISTORICOS 

A. 1 Ell EL MUl'IDO 

El Ministerio Plibl ice es un~ de las 
Instituciones más discutidas desde su nacimiento ~ instalación 
en el campo del Derecho r.le Procedimientos Penales debido a su 
naturaleza singular y por la multiplicidad de facct.as en su 
funcionamiento. 
Sus origenes continúan siendo objeto de espcculacion, su 
naturaleza y funciones aún provocan constantes y enconadas 
discusiónes . 

Entre los estudiosos de la materia., alguno~ pretenden 
encontrar sus antecedentes en la organi~ación juridic~ de Grecia 
y Roma . Otros le otorgan al Derecho l rancés la paternida1 de la 
Institución. 

A continuación describiremos la evolucion de la Institución a 
través de la historia. 

GRECIA. - Algunos autores afirman que en el Estado ciudad 
Griego existió, esta Institución, en Ja que un ciudadano llevaba 
ante el Tribunal de los Hcliastas la voz "de la acusación. También 
se dj ce que existió en el Derecho Atice ya que si bien on un 
principio P-ra el ofendido por el delito quien ejercitaba la 
acción penal ante los tribunales, ditndo5c el principio de Ja 
acusucjón privada, posteriormente, se encomendó el ejercicio de 
la acción a un Ciudadano, corno representante de la colcctivida.d. 
Con esto se introdujo una rctoL·m:::i sustancial en el procc<limiento, 
haciendo que el tercero, sin las ideas ele venganza y sin la 
pasión que inscnsible~entc llevara el ofendido por el delito al 
proceso, persiguiese al responsi1blc y procurase su C.J~tigo o el 
reconociMil?nto d~ .:11 inoccr:ci:i , c.c;¡,c un n ... Lli.: ulributo tie 
justicia 5ocial. 

Significó un positivo adelanto en los juicios criminales la 
acusación popular. En el Derecho Griego, su antecedente oe 
pretende encontrar en los TEMOSTETI, que tcnian encomendcida la 
misión de denunciar los delitos ante el Senado o ante l~ Asamblea 
del Pueblo para que se designase a un representante para que 
llevara la voz de la acusaclon. 



Otro antecedente se encuentra en un funcionario llamado 
11Arconte11 que era una especie de acusador de oficio, ante los 
jueces que conocietan del delito, en los casos en que el ofendido 
no lo reclamase por si mismo ni lo hicieran en su n..imbre sus 
parientes: es decir, que en principio correspondia al ofendido y 
a sus parientes la persecusión de los delitos, pero si éstos no 
lo hicieren lo sustituia el ''Arconte'• , 

ROMA .- Una vez abandonado el sistema de acusación privada, 
se adoptó la llamada acusación popular y el procedimiento de 
oficio; asi los hombres mas insignes de Roma, como Catón y 
Cicerón, tuviéran a su cargo el ejercicio de la acción penal en 
representacion de los ciudadanos. 

Po~teriormente se encomendó la persecusión de los 
delincuentes a las Magistrados llamados 11 curiosi 11 , 11 Stationari 11 o 
11 1 remarcas", que ! legaron a desempeñar verdaderas funciones de 
caracter policiaco. 

En la epoca del Imperio aparecieron los Procuradores del 
César, que fueron una especie de Administradores de los bienes 
del Principe, interviniendo en las cuestiones en que estaba 
interesado el fisco. 

En la Edad Media existieron en Italia Agentes Subalternos de 
los funcionarios judiciales a quienes se encomendaba la 
investigación de los delitos, tenian el caracter de denunciantes 
y se les designaba indistintamente con los nombres de 11 sindici 11

, 

11 Consules Locorum Villarur.1 11 o 11Ministrales 11
• En Venecia se les 

conoció con el nombre de "Procuradores de la Comuna" y en la 
Repüblica de Florencia con el de 11 Conservatori di leC'jgc 11

• 

Las Instituciones que tan someramete se han rnencionudo bien 
pueden constituir los antecedentes más remotos d~l Hinisterio 
Püblico. Pero cualquiera que fuera lu exactitud de rista 
apreciación debe reconocerse, y asi se considera por los 
tratadistas de la ~ateria, que el Ministerio Público 
conternporaneo se ha organizado conforrr:e u los l inednientos 
generales trazados por el Derecho Frances. 

FRANCIA .- En las ordenanzas de Felipe el Her;;iaso :Je 1301, 
apñrecen, en forma definitiva, las bases de la institución que 
comentarnos, al mencionarse en t:sta Ordcn.J.n:a a$i como P.n la de 
Carlos VIII de 1493 y Luis XII de 1498, a los Procuradores del 
Rey, como los funcionarios encargados de la buena marcha U.e lo 
administracian de justicia y de velar por los intereses del 
:¡,onarca. 



En la monarquia era al Soberano el que impartia la justicia 
por De~eeho Divino, y a quien exclusivamente le correspondia el 
ejercicio de la acción penal. A la Corona se encomendnba, 
entonces, la aplicación de las leyes y la persecusion de los 
delincuentes. 

Existieron en esta época dos funcionarios reales : el 
Procurador del Rey, que se encargaba de los actos del 
pracediniento, y e!l abogado del Re¡- al que le correspondla llevar 
el litigio eh las asuntos en que se interesaba el Monarca. Tanto 
el Procurador como el abogado del Rey, no ob:taban 11 rnotu propio", 
sino de conformidad con las instrucciones recibidas del sobe:i:ano. 

A raiz de la Revolución francesa las funciones resQrvadas a 
estos funcionarios fueron encomendadas a los comisarios a quienes 
se encargó de promover la acción penal y de hacer ejecutar las 
pena$; la acusación en el juicío la sostenian los llamados 
Acusadores P~blicos. 

Por Ley del 20 de abril de 1810, el Ministerio l?tlblico 
Francés quedó de f ini ti vai.lente organí za do como 11 institución 
jerárquica dependiente del Poder Ejecutivo. Las funciones que se 
le asignan son de requerimiento y acc:íón; es el encargado del 
ejercicio de la acción penal y tiene bajo sus órdenes a la 
polícia judieíal: no tiene ~l ejercicio exclusivo de aquélla, ya 
que en algunos casos puede ser ejC?rcitada por diversos órganos 
del Ejecutivo o por la persona ofendida por el delito. Es el 
representante legal de los órganos administrativos y le esta 
encomendada la dafensa de los intereses públicos. Sus 
caracteristicas principalos son de subordinación jerarquica, 
indivü;ibilidad e independencia " <l> 

ESPAñA . - La Institución no fué conocida sino hasta las 
Leyes de Recopilación expedidas por Felipe II, en 1576, que 
reglamentaron las funciones de los Prornotares Fiscales que 
consistian en vigilat' lo que ocurria entre los Tribunales del 
crimen, promoviendo todo lo necesario para que se terminaran los 
procesos. y de seguirlos a falta de acusador privado. 

No fué sino hasta la Constitución de 1812 cuando, debido a 
la influencia de la R!?V01uci6n Prancesa, se orqanizó el 
Ministerio Público estableciéndo un fiscal para cada tribunal, 
bajo la jefatura de un superior co~Un y con las caract~risticas 
de ln !n$tÍt~ción francesa. 
Pero debido a la inestabilidad de ésta Constitución, no quedó 
definitivamente consolida.do sino hasta el año de 1935, con el 
11 Regla.rnent.o Provisional de la Administración de Justicia 11 • 

<1> Gonzitlez Bustatnante Juan José. 11 Principíos de Derecho Procesal 
Mexicano 11 • Editorial PorrU.a . 9na. edición, México 1988 pp. SG 



A. 2 EN MEXICO : 

El prit:"ler antecedente que en r-:exico 
encontramos de la Institución del Ministerio Público, es el de les 
promotores fiscales. Estos tenian el trabajo de procurar ~l 
castigo en los delitos no perseguidos por el procurador privado. 
España en sus conquistas envio a las tierras nuevas sus 
manifestaciones culturales y,en el abrazo de la cultura de oro de 
España con la cultura Neolitica Autóctona 1 no se produjeron por 
el mocento frutes de mestizaje sino que el conquistador, amén de 
su voluntad inpuso su lengua, su religión, su Derecho, etc. fué 
esta la razón por la que durante la epoca colonial nuestro país, 
al igual que la Madre Patria, tuvo procuradores fiscales, que 
co-:io )'3 indicarnos, son el primer antecedente que tenemos del 
Ministerio Publico. La vida independiente de MCxico no produjo 
inmediatacente un nuevo Derecho, y asi tenemos que tanto en la 
llapada Constitución de Apatzingan (1Sl4) coco en la Constitución 
de 1B24, se habla en la primera de d~s fiscales, uno p~ra el ramo 
civil y otro para el ramo penal, y en la de 1824, de un fiscal 
que debera formar parte de la suprema Corte de Justicia. Estos 
funcionarios fueron, en verdad rr.eras proyecciones de los 
Procuradores Fiscales. 
Debemos hacer notar que en ésta época los jueces estaban 
encargados de averiguar y perseguir los delitos, lo cual 
originaba que se convirtiéran en jueces y parte. Los promotores 
fiscales únicamente eran .... eres .1.'.lxil iares del juez y defendian 
los intereses del fisco. Esto originó no pocas. arbitrari.;:dadcs 
en las resoluciones de los jueces y que el promotor fiscal no 
desempeñara ninguna función de trascendencia. 

En las Leyes constitucionales de 1836 aparece el Fiscal 
formando parte integrante de la Suprema Corte de Justicia. Se 
estableció que su cargo seria inamovible y que sólo podia 
rernovérsele por enjuiciamiento ante el Congreso Federal. 

Las Bases orgánicas de 18.;3 conservaron al fiscal fori¡¡ando 
par~e de la Suprema Corte, disponiendo además el establecimiento 
de Fiscales Generales cerca de los Tribunales, para los negocios 
de la Hacienda Püblica y los demas que fueren de intGrés general. 

Durante el gobierno del Presidente Comonfort, se dictó la 
Ley del 23 de Noviembre de 1655, en la cual se l\?s da ingerencia 
a los fiscales, para que intervengan en los asuntos federales. 

En la Constitucion de 185?, continúan los fiscales con igual 
categoría que los Ministros de l~ Corte, y pese a que en el 
proyecto de la Constitución se mencionaba al Ministerio PUbli=c, 
para que en representación de la sociedad promov icra la 
instancia, ésto no llegó a prosperar, porque se consideró que el 
particular ofendido por el delito no debía ser sustituido por 
ninguna institucion, ya que éste Oerect10 correspondía a los 



ciudadanos , y además el independizar el Ministerio Público, de 
los órganos jurisdiccionales retardaria la acción de la justicia. 

Dicho proyecto fué rechazado por casi todos los Diembros del 
Congreso, porque quebrantaba los principios tilosoficos 
sustenteados en ésta época : 11 El individualismo 11 ; " La sociedad 
es para el individuo, no el individuo para la sociedad". 

Y es propiamente en el año de 1869, cuando empieza a 
perfilarse el Ministerio Público. En efecto, en dicho año Juárez 
expidió la Ley de Jurados Criminales para el Distrito Federal, en 
donde se previene que existiran tres promotores o Procuradores 
Fiscales o Representantes del ministerio Público. A pesar de la 
nueva nomenclatura, confusamente se empleaban los terminas de 
Procurador Fiscal o representante del Ministerio Público, es 
decir, se siguió la tendencia española en cuanto que los 
funcionarios citados no integraban un organismo sino que eran 
independientes entre si y fungia.n como auxil ic.1rcs de la 
ju r i sd ice ión. 

El Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal 
de 1880 en su articulo 28 expresa que 11 El Ministerio Püblico es 
una Magistratura instituida para pedir y auxiliar la pronta 
administración de la justicia, en nombre de la sociedad y para 
defender ante los tribunales, los intereses de esta en los casos 
y por los medios que señalan las leyes ". En c5ta forma el 
Ministerio Pl.iblico se constituye en una Magistratura especial, 
aunque hay que adv€.'rtir qt!e sigue siendo un simple auxiliar de l.:i 
justicia, en lo tocante a la pcrsecL1sión de los delitos. 

En conclusion desde la epoca colonial y hasta antes de 1903 
fué el juez el encargado de perseguir los deiitos y de ser 
órgano acusador y juzgador y ésto aunado a que el particular 
ofendido no perrnitia ser sustituido por ninguna institución 
(individualismo), provoco que el procurador fiscal (Ministerio 
Püblico} no tuviera UntJ intervcncion trascendente en el juicio 
fomentando el abuzo y lit ar-bitcariedad en las sentencias de lo!.> 
jueces. 

r:s en la Ley orgánica del Ministerio Público pura el 
Distrito y Territorios feder.i.les del 12 de diciembre de 1903 
(primera Ley Orgánica del Ministerio PUblico), en donde se logra 
el avance definitivo, en relación con el punto que venimos 
estudiando. En efecto, la citad~ Ley funda la organización del 
Ministerio Pliblico (presidida por un Procurador de Justicia) 
dándole unidad y dirección, tom3ndo el carácter de rnagi~tratura 
independiente representativa de la sociedad. 

En la Ley Orgánica del Minislccio Público expedida en el año 
de 1903, se pretende dar una relevancia fundarncntal al Ministerio 
Pliblico, inspirándose para ello en la organización de la 
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Institución Francesa, en la que se le otorga la personalidad de 
parte en el juicio. 

El 16 de diciembre de 1908 se establece en nuestro pais la 
Ley Orgánica del Ministerio Pübl icb Federal, en la que se dice 
que este es una Institución encargada de auxiliar la 
administración de justicia en el orden federal, de procurar la 
investigación, la persecusión y represión de los delitos de la 
competencia de los tribunales federales; y también defender los 
intereses de la Federacion ante la suprema corte de Justicia, 
Tribunales de Circuito y Juzgados de Distrito, dependiendo las 
funciones de ~sta Institucion, del poder ejecutivo por conducto 
de la Secretaria de Justicia . 

Considero de gran importancia las leyes que desde 1903 
trataron de establecer la organización y separacion del 
Ministerio PUbl ice respecto del Poder Judicial. Sin ernbar~o 
deber.10s consid·:?t'J.rlas como ordenamientos aislados por que l.3 

observancia de una ley en gran medida precisa estar consignada en 
la Constitución de un País . En opinión del Maestro Burgoa, 11 pese 
a la adopción del Ministerio Público con anterioridad a la 
constitucion de 1917, es en éste documento en donde se le dió 
vida efectiva en aras del principio acusatorio en materia 
judicial-penal y en cuya observancia se ha fincado la 
imparcialidad en la administración de la justicia criminal". 
Indepenóientc~ente de lo que henos señalado debemos reconocer que 
estas leyes influyeron en gran medida en el proyecto de 
constitución de 1917. 

La preocupación que ya he señalado consistente en que el 
juez fuera a su vez organo juzgador y titular de la accior1 penal 
asi como persecutor de los delitos furi de tal naqnitud que dió 
lugdr a que en el " Pro'jecto de Reformas Constitucionales 11 que 
presentó Don Venustiano Carranza al Congreso Constituyente de 
1916-17 expresara lo siguiente : 11 Los jueces r..e>:icanos han sido 
durante el perJodo corrido desde la consumacion de la 
Independencia hasta hoy, iguales a los jueces de la época 
colonial: ellos son los encargados de averiguar los delitos, y 
buscar las pruebas a cuy0 efecto sic::-pre se hc:.z:i considC!rado 
autcrL:ados :i e>i.",prender verdaderos asaltos cont!':a los reos, para 
obligarlos a confesar lo que sin duda .1lguna df!snatuc1.li.":a las 
funciones de la judicatura. Ld sociedad entera r0.;uerda 
horrorizada los atentados cometidos por los jueces que Jns1osos 
de renor::ti:.·e veian con positiV.J: fruición que llegase u sus nanas 
un proceso que les permitiera desplegar un sistema cornplcto de 
opresion en muchos casos contra personos inocentes y en otros 
contra la tranquilidad y honor de las familias, no respetando en 
sus inquisiciones n1 las barreras 1.1ism<'\S que terfr'inanti:-::tcn'.:c 
establccia la Ley . La nueva organ1zac1on del Min1ster10 Publico 
fl la \"ez que evitara este sistema pro.::esal tan viciase, 
restituyendo a los jueces t0da la dignidad y toda la 



respetabilidad de su magistratura, dará al Ministerio Pú.blico 
toda la importancia que le corresponde dejando exclusivamente a 
su cargo la persecusión de los delitos la busqueda de los 
elementos de convicción que ya no se hara por procedimientos 
atentatorios y reprobados, y la aprehensión de los delincuentes 
por parte del Ministerio Público con la policia judicial bajo el 
mando de aquél quitará a los Presidentes Municipales y a la 
Policia común la posibilidad que hasta hoy han tenido de 
aprehender a cuantas personas juzgan sospechosas sin mas meritas 
que su criterio particular . Con la institución del Ministerio 
Pú.bl ice tal como se propone la l ibcrtad i nd iv id u al quedará 
asegurada por que segun el articulo l& nadie podrá ser detenido 
sino por orden de la autoridad judicial, la que no podra 
expedirla sino en los términos y con los requisitos que el mismo 
articulo exige. 11 

Las palabras expresadas por Don Venustiano Carran~a conf irm3n 
una vez mas la situación lamentable que el Ministerio Público 
tenia en el proceso penal, y fué asi como las palabras de 
carranza tuviéron eco y resonancia en la Constitución del 5 de 
febrero de 1917. 

La Constitución de 5 de febrero de 1917 estableció, a travós 
de sus artículos 21 y 102 , de una manera definitiva los 
principios de la ~oderna institución del Ministerio Público. 

La base constitucional del Ministerio Pú.blico es el articulo 
21 en el que se plasma : 

" La i~posición de las penas es propia y exclusiva de la 
autoridad judicial. La persecusión de los delitos incumbe al 
Ministerio Público y a la policía judicial la cual estará bajo la 
autoridad y mando in~ediato de aquél... 11 El resto del articulo 
se refiere a la competencia de la autoridad administrativa en el 
castigo de las infracciones a los reglamentos gubernativos y de 
policia 11

• 

En este articulo se le otorga al Ministerio Pliblico la 
facultad de perseguir los delitos (ejercicio de la acción penal). 
Esta facultad persecutoria de los delitos se realiza tanto en la 
a'Jeriguación previa con el ejercicio de la acción penal como en 
el procedimiento judicial cuando el Ministerio PUblico figura 
corno parte tendiente a la determinación de la pena 
correspondiente, procedimiento que se inicia con el ejercicio de 
la acción penal . 

Est~ titularidad exclusiva que tiene el Ministerio PUblico 
de la facultad investigadora de los delitos J' de la accion penal 
presenta una cuestión de la que pueden derivarse tremendas 
consecuencias prácticas . Puede suceder que el Ministerio PUblico 
se abstenga ilegalmente de acusar a una persona como 
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autor de un de 1 i to no obstante que éste y la presuntn 
responsabilidad de aquélla sean evidentes. El ofendido en éste 
caso según lo ha sustentado la supremu. corte ne ~icno ningún 
derecho a impugnar juridicamentc el acuerdo del Ministerio 
Público en el sentido de no ejercitar la acción persecutoria p~r 
lo que la vida, honra, intereses, etc. de los sujetos pasivos 
quedan al arbitrio de la citada institución. 
Ante Eist.e gran problena la Suprema Corte de Justicia ha optado 
por a!irmar que las decisiones del Ministerio Público sobre el na 
ejercicio de 1.-:i acción penal son ininpugnables poz.· la acción 
de at:iparo; Aduciendo que " interponer el amparo seria violnr 
el articulo 21 Constitucional, ya que el no ejercicio de la 
acción penal ·.rul neraria derechos sociales entre los que se 
cuenta el de perseguir los delítos, los que a lo sumo, podria 
motivar en co:itra del funcionario infractor de la Ley, el 
correspondiente juicio de responsabilidad, pero no una 
controversia constitucional, ademas de que esta Ultím.1 solo 
procede a in;;t.ar:ci.1 dF.: L.1 parte agraviada . 11 <2> 

Algunos autores han tratado de dar un~ solucion a este estado de 
índefencion en que se deja al partic:ilar quienes afirman que 
deberia perr.-.itirse al particular ejercitar la acción de ar:lparo 
con el solo fin de que ejercite la acción penal frenando 
asi en lo po~iblc la arbitrariedad del Ministerio Público, par 
lo que co~partirnos ésta opinión. 

Los principios funda~entales del Ministerio Público están 
consignados er. el art1culo 102 de nuestra Carta Magna. Por eso, 
será necesaric tenerlo presente ~n su integro contenido : 

" La Ley organi2ara el Ministerio Público 
de la Federa~ion, cuyos tuncionarios seran notlbrados y rer:ovidos 
por el ejccut:.ivo, de acuerdo con l.3 ley respectiva, dt?biendo 
estar presidídos por un Procurador general, el cual <lcbera tener 
las mismas cualidades requeridas para ser magistrado de la 
Suprema Corte de Justicia . 

Estará a C;:\rgo del Minist2rio Público de la fed0.ración ln 
persecusión ante ios tribunall:!s de todos los delitos del orden 
federal : y por lo misr":o, a el le .:.:irrer.;pnndera solicitar las 
ordenes de aprehensión contra los reos: buscar- y p:·esentar las 
pruebas que acrediten la responsabílidud de és~os; huccr que los 
juícias se !;igan con toda regularidad para que la adr:d_ni.stracíón 
de justicia se.:i. pronta y expedita: pedir la aplicació:i de las 
penns e intervcnfr en todos los negocios que la rnisrr.a. ley 
deterr.linare. 

<2> Jurisprudencia no_ 196, PáCJ. 410 Segunda parte. Apéndice 
al Semanario Judicial de la Federación 1917-1975. 
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El Procurador general de la República intervendra personalmente 
en todos los juicios en los que la Federación fuese parte; en los 
casos de los ministros, diplowaticos y cónsules generales, y en 
aquéllos que se suscitaren entre dos o mas Estados de la Unión, 
entre un Estado y la Federacion o entre los poderes de un mismo 
Estado. En los casos en que debe intervenir el Ministerio Publico 
de la Federación, el Procurador general podrá intervenir por si o 
por medio de alguno de sus agentes. 

El Procurador general de la República sera el consejero juridico 
del gobierno. Tanto el como sus agentes se sametcran 
estrictamente a las disposiciones de la ley, siendo responsables 
de toda falta, omisión o violación en que incurran con motivo de 
sus funciones . 11 

La Ley Orgánica del Ministerio Püblico Federal de agosto de 
1919 fué elaborada siguiendo las ideas de la Constitución de 
19li. Esta Ley estableció en normaciones particulares las 
funciones fundamentales que incumben al Ministerio PU.blico 
Federal, reglamentando las siguientes 

Articulo lo. Fracciones : 

I.- Velar por los intereses del Estado; 

II. - Ejercer la a ce ion penal ante los tribunales, 
cuando lo juzgue debido conforme a la Ley: 

III.- Desempeñar las funciones de consejero jurídico 
del gobierno. Además de las funciones 
anteriores debe intervenir como parte en el 
Juicio de Amparo. 

Durante la vigencia de la ley que se trata, y por 
or9anización interna de la Institución, se crearon en la 
Procuraduría General de la Unción , los grupos penal, civil, y 
administrativo a los cuales quedaron adscritos los agentes 
auxiliares del Ministerio Público Federal, que fueron desde 
entonces hasta 13. fecha, los encargados de formular los 
pedimentos en los amparos directos y en revisión de que conoce 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

La Ley Orgánica de 1919 queda derogada por la nueva Ley 
Reglamentaria del articulo 102 de la Constitucion expedida el JO 
de agosto de 1q3.~. Fué derogada a su vez por la Ley Orgánica del 
Ministerio Público Federal del 31 de diciembre de 19'11, en la 
cual se ~stablece por ·;ez primera entre las atribuciones 
primordiales del Ministerio Público Federal la de vigilar la 
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observancia de los principios de constitucionalidad y legalidad. 
en el ámbito de su competencia (Art. 2 F. I de la actual Ley de 
la Procuraduría General de la República). 

Esta ley, consagra un nuevo método en favor de los 
principios de constitucionalidad y legalidad en México concediCndo 
funciones al Procurador para su defensa cuando una 
ley federal sea violatoria de la Constitución, el Procurador 
propondrá al Presidente de la Reptiblica la reforma relativa, pero 
si s0: trata de una Ley local, sugerirá a la Secrettaria de 
Gobernación que pida al Gobierno local respectivo la reforma 
pertinente (Articulo J F. II de la actual Ley de la Procuraduría 
General de la República). 

Debemos señalar que el Ministerio PUblico Federal nunca ha hecho 
uso de ésta facultad y basta observar la gran cantidad de leyes 
inconstitucionales que existen. 

La Ultima Ley Organica del Ministerio Ptlblico Federal data 
del 10 de noviembre de 1955, la cual es abrogada el 27 de 
Diciembre de 1974, pasando algunas de sus disposiciones a formar 
parte de la Ley de la Procuraduria General de la RepUblica; a su 
vez esta Ul tírna Ley es abrogada por la Ley organica de la 
Procuraduria General de la Reptiblica del 15 de Noviembre de 1983, 
bajo el mandato del Lic. Miguel de la Madrid Hurtado cuyas 
disposiciones se encuentran en vigor. 

Poder.ios concluir, a nuestro juicio, que son tres los 
elementos que han concurrido para la formación del Ministerio 
Publico en México 

a) La Legislación Española 
b} La Legislación Frahcesa, y 
e) La Constitución Mexicana de 1917. 

Como primera influencia tenernos la Legislación Española, que 
estuvo vigente en nuestro país hasta la expedición del Código de 
Procedimientos Penales de 1880 por lo que respecta al fuero 
común, y por lo que respecta al fuero federal hasta 1908; año en 
que se expide el Primer Código Federal de Procedimientos Penales. 

De ésta legislación la influencia más notoria es la de la 
Novisirna recopilación. 

Ccr.:o segunda influencia tenemos la Legislación Francesa, la 
que a través de su Código de Instrucción Criminal influye en : 

a} La característica de unidad del Ministerio Pliblico; 
b) Irrecursabilidad del Procurador y sus agentes, y 
e) Organización y jerarquización de la policía judicial. 
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Por ultimo encontramos como tercera influencia la 
Constitución de nuestra Repüblica de 1917, en la que se dotó la 
titularidad del ejercicio de la acción penal en forna exclusiva 
al Ministerio Püblico y en la que se convierte la función de la 
policia iudicial en medio preparatorio del ejercicio de la 
acción penal. 
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B) EL MINISTERIO PUBLICO 

Referirse al Ministerio PUblico Federal no seria 
posible sin antes conocer su concépto, naturaleza juridica y las 
funciones del Ministerio Público. Por ésta razón principiaré 
refiriéndome al Ministerio PUblico, en términos generales 
y posteriormente lo trataré. 

Como se menciono con anterioridad 11 El Ministerio 
PUblico es una institución dependiente del Estado (Poder 
Ejecutivo) que actúa en representación del interés soci«len 
ejercicio de la acción penal y la tutela social en todos aquéllos 
casos que le asiqnen las leyes 11 <l> 

En la anterior definición resalta un elemento primordial 
el interes social, al respecto el ilustre jurista Don Ignacio 
Burqoa destaca lo siguiente : " El int<?rés social es el interés 
da la sociedad, o sea, de la misma colectividad humana. En el 
todo socíal actUan diversas colectividades no solo distintas sino 
en algunas ocasiones opuestas; por lo que no puede en puridad 
hablarse de un solo interés social sino de varios intereses 
sociales que operan en el contexto de la sociedad misma. 
Aprioristicamente, podernos señalar las siguientes hipótesis en 
que opera dicho interés : 

a) Hay interés social cuando a travds de medidas 
legislativas a administrativas se pretende sati~facer ulguna 
necesidad de que adolescan los grupos mayoritarios de cualquier 
colec:tividad. 

b} También opera el interés social, cuando se 
trate de solucionar o de evitar algún problarna de cualquier 
indole que afecte o vaya a afectar a dichos grupos. 

propensión de 
grupos. 11 «4 > 

e) Igualmente habrá interés social 
mejorar las condiciones vitales de 

en la 
dichos 

Podemos concluir que el interés social es el interés de los 
grupos humanos que integran las colectividades, es decir, el 
interes de 1~ mayoria . 

<l> Colin SAnchez Guillermo. "Derecho Mexicano de Procedimientos 
Penales 11 • Editorial PorrUa. 9na. edición, México 1985 pp.87 

<4> Burgoa Orihuela Ignacio. "Diccionario de Derecho 
Constitucional, Garantias y A~paro "· Editorial Porr~a. 
lera. edición . Me~ico 1984. pp. 241-242. 
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C) NATURALEZA JURIDICA : 

La naturaleza Juridica del Ministerio Público, es uno de 
los temas en que existen como en tantos otros de la ciencia 
jurídica opiniones diversas entre los doctrinarios del Derecho • 

Se ha considerado al Ministerio Püblico como: 

a) Representante de la sociedad en el 
ejercicio de las acciones penales 

b) Como un órgano administrativo que actüa 
con el carácter de parte, 

e) Como un órgano judicial, y 

d) Como un colaborador de la funcion 
jurisdiccional. 

a) Es un representante de la sociedad en el ejercicio de las 
acciones penales. Para fundamentar la representacion social 
atribuida al Ministerio Pliblico, en el ejercicio de las acciones 
penales, se toma como punto de partida, el hecho de que el 
Estado al instruir a la autoridad, le otorga el derecho P•'ra 
ejercer la tutela juridica general para que de ósta manera 
persiga y se castigue ante autoridad judicial a quien atente 
contra la seguridad y el normal desenvolvimiento de la sociedad. 

b) El Ministerio Público es un órgano administrativo , 
afirman no pocos autores, fundamentalmente en la doctrina 
italiana, la cúal se ha dividido; mientias algunos le consideran 
como un órgano administrativo otros afirman que es un organo 
judicial. Guarneri se manifiesta por lo primero establece que es 
un órgano de administracion pública destinado al ejercjcio de las 
acciones penales señaladas en las leyes y por tal motivo la 
función que realiza bajo la vigilancia del 11 Ministerio de Gracia 
y Justicia 11 es de representación del poder ejecutivo en el 
proceso penal, agrega el citado autor, como el Ministerio PUblico 
no decide controversias judiciales, no es posible considerarle 
órgano jurisdiccional, sino mas bien administrativo derivándose 
de esto su carácter de parte, pue::;to que la represión penaría 
pertenece a la sociedad y al Estado en personificación de la 
misma para que la ley no quede violada. 
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c) Es un órgano judicial de acuerdo con la doctrina mas 
reciente encabezada por Guissepe Sabatini, y se inclina por 
otorgar al Ministerio Público el caracter de un órgano 
jurisdiccional. Sostiene que no puede ser un órgano 
administrativa sino más bien de ~caracter judicial. Para ello 
adopta la postura de Santi Romano, el cual distingue la potestad 
fundamental del estado dentro de las tres funciones comunmente 
adnitidas ( Legislativa, Ejecutiva, y Judicial ). 

Si la potestad judicial tiene por objeto el mantenimiento y 
actuacion del orden jurídico, como esta última abarca al poder 
judicial 'J este a su vez a las otras actividades no 
jurisdiccionales comprendidas en el objeto indicado, de ésta 
rnanera los autores mencionados afirman que el Ministerio Ptiblico 
es un organo judicial pero no administrativo. 

d) Es un colaborador de la función jurisdiccional. No ha 
faltado quien identifique al Ministerio PUblico como un auxiliar 
de la función jurisdiccional, debido a las actividades que 
real iza a través de la secuela del procedimiento, ya que todos 
sus actos van encaninados a lograr un fin último : la aplicación 
de la ley al caso concre~o. 

Podernos concluir que el Ministerio PUblico es un órgano sui 
generis creado por la Constitucion y autónomo en sus funciones, 
aún cuando auxilia al poder administrativo y al judicial en 
determinados campos y formas. 

Para terminar solo agregaré los principios fundamentales a 
los que debe de someterse el Ministerio PUblico, Principios que 
le son inherentes y de los cuales no puede prescindir para 
desempeñar legalmente sus funciones. 

El Primero de estos principios lo constituye la unidad; los 
miembros del Ministerio Publico deben formar un todo coherente y 
armónico, que depende de un superior comlin que lo es el 
Procurador General de la República, La representación del 
Ministerio Público es Unica e invariable, no importa las personas 
físicas que lo integran que están sujetas a la identidad de mando 
y dirección que corresponden al Procurador. 

El segundo de los principios es el de indivisibil ida.d; que 
consiste en que Cc]da uno de los funcionarios del Ministerio 
PUblico representa a la Institución, no ol'ran en r.o::.brt:.! propio 
sino en nombr8 del organo que forma parte. 

El tercer principio es el de independencia en lo que se 
refiere a la libertad en el desempeño de sus funciones, a la 
autono~ia del criterio del Ministerio P\iblico, sin otra sujeción 
que no sea la que le impone la ley: debe permanecer al margen de 
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toda influencia politica o interés del gobierna. su independencia 
es muy relativa dada la condición de dependencia que guarda con 
el poder ejecutivo, y mientras na se desligue de éste y na se 
logre la inamovilidad de sus funcionarios no podrá tener libertad 
de acción, ni ir en contra del criterio del ejecutivo en los 
casos en que éste tenga interés que defender. 
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D) ·FUNCIONES DEL MINISTERIO PUBLICO 

En términos generales podemos afirmar que el Ministerio 
Púb~ico fundamentalmente tiene la función de perseguir los 
delitos de acuerdo al articulo 21:· Constitucional. sin cr.ibargo, 
en la vida practica no sólo persigue el delito su actuación se 
extiende a otras esferas de la administración pUblica. 

Consecuentes con la norma constitucional, las leyes que la 
organizan, los demas textos legales y la jurisprudencia otorgan 
al Ministerio Público la titularidad de la acción penal~ sin 
cr.:ibargc, publicarnente la esfera de acción del Ministerio Público 
se extiende más allá del ambito del Derecho Penal, siendo 
notable su intervención en materia civil, en cuestiones de tutela 
social, representando a los incapacitados o ausentes y en algunas 
otras situaciones en las que son afectados los intereses sociales 
( Tal es el caso del Ministerio Pliblico Federal y del 
Ministeric Público local de algunas entidades federativas) 

En termines generales se puede decir que tiene encomendada 
ta~bien la de!icada ~isión de preservar a la sociedad del delito. 

De lo apuntado concluirnos que el Ministerio Público tiene 
asignadas funciones espec1f icas en : 

a) El Derecho Penal, en donde primordialnente debe 
preservar a la sociedad del delito como representante de la misma 
realizar la investigación del delito, y ejercitar las acciones 
penales. Dentro de Cste campo realiza las siguientes funciones 
especificas : 

- Investigadora 
- Persecutora 
- Ejecución de las sentencias 

Al decir del Mtro. Eduardo Pallares, '' El Ministerio P~blico 
tiene dos· funciones : en una obra como parte en el proceso pena 1, 
y en otra como Autoridad cuando investiga los delitos, de ello se 
sigue que puede ser considerado como autoridad responsable en el 
segundo caso (investigacion de delitos} pero no cuando solo 
interviene en el Proceso como parte que pide y corno titular de la 
.Jccion penal. 
Cuando ejercita la accion penal en un proceso, tiene el carácter 
de parte y ;i.o de autoridad y por lo mismo contra :c;us i\ctos en 
tales ca~os es ir.iprocedente el juicio de garant1as, y por la 
misrna razon cuando se niega a ejercer la acción penal. 11 <5> Esta 
opinion confirma de alguna maner.J que la acción de amparo es 
improcedente contra el ~o ejercicio de la accion penal por parte 
del Ministerio Público. 

<5> Pallares ~duardo. '' Diccionario Teórico y practico del Juicio 
de Amparo 11

• Editorial Porrua. ·1ta. edición, Mexico 1970 pp. 
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b} En el Derecho Civil, tiene encomendada 
fundamentalmente una función derivada de las leyes secundarias en 
aquéllos asuntos en los cuales el interés social debe 
rnanif estarse para la protección de ciertos intereses colectivos o 
cuando estos mismos requieren por su naturaleza y trascendencia 
de una tutela especial. 

e) En el Juicio Constitucional y como Consejero y 
auxiliar del ejecutivo, éstas funciones solo pueden ser 
referidas en forma concreta al Ministerio Püblico Federal, aunque 
es pertinente hacer notar que el Procurador de Justicia del fuero 
comün en algunas entidades federativas tiene tambien asignadas las 
funciones de consejero jurídico del ejecutivo local. 

La Ley Organica de la Procuraduria General de Justicia del 
Distrito Federal en su articulo tercero indica que corresponden 
al Ministerio Público las siguientes atribuciones: 

A) EN LA AVERIGUACION PREVIA : 

- Recibir las denuncias y querellas sobre 
hechos que puedan constituir delito: El Ministerio Público 
recibirá las diligencias que deberá remitir de inmediato la 
Policia Judicial, cuando solo en caso de urgencia, haya recibido 
denuncias en delitos que se persiguen de oficio. 

Investigar con auxilio de la Policia 
Judicial y de la Policia Preventiva del Distrito Federal, los 
delitos de su competencia: Incorporar a la Averiguación Previa 
las pruebas de la existencia de los delitos y de la probable 
responsabilidad de quienes en ellos hubieren participado. 

B) EN EL EJERCICIO DE LA ACCION PENAL : 

Ejercitar la acción penal: solicitar las 
órdenes de comparecencia y las de aprehensión y cateo, cuando se 
reúnan los requisitos del articulo 16 Constitucional. 

Poner a disposición de autoridad 
competente a las personas detenidas en flagrante delito ó en 
casos urgentes, en el ticr.:po que señala el articulo l 07 fracción 
VIII, párrafo tercero de la propia Constitución, para que se 
proceda confortr.c a derecho y se salvaguarden las Garantias 
Individuales. 
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Recabar de las autoridades federales y 
locales los infornes, documentos y pruebas en general 
indispensables para el ejercicio de sus funciones; aportar las 
pruebas y promover en el proceso, las diligencias conducentes a la 
comprobación del delito y de la responsabilidad de quienes hayan 
intervenido, así como de la existencia y monto de la reparación 
del daño que corresponda a quienes tuvieron derecho. 

Promover lo necesario para la expedita 
administración de justicia; cuidar que las leyes se apliquen 
debidamente y procurar justicia en el ámbito de su competencia. 

Recibir las manifestaciones de bienes, 
inv~s~iqa~ de oficio o por denuncia 1 los casos de 
enr1quec1rn1ento indebido de los funcionarios y empleados del 
Gobierno del Distrito Federal, y proceder de acuerdo con la Ley 
de la r..ateria, cuando se acredite que hay motivos para presumir, 
fundadaocnte, la faltd de probidad en su actuación. 

en ioS téir:inos 
RepUbl ic,a. 

Auxiliar al Ministerio Público Federal, 
de la Ley de la Procuraduria General de la 

Intervenir en los te:rrnir.os de la Ley, 
en la Protección de incapaces, y en los procedimientos del orden 
civil' y ·familiar que se ventilen ante los Tribunales respectivos. 

Intervenir en todos los demás asuntos 
que las leyes determinen. 

Para cumplir con las obligaciones mencionadas, el 
Ministerio Pliblico estará auxiliado por el personal de la 
Dirección General de Servicios Periciales, por los agentes de la 
Policia Judicial y, en general por la Policía Preventiva y demás 
autoridades. 
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E) MillISTERIO PUBLICO FEDERAL : 

El Ministerio Público Federal, es una Institución 
del Esta?o que depende del Poder Ejecutivo, que tiene el deber de 
perseguir los delitos del orden federal; facultad que contribuye 
a la realización del orden jurídico y de la libertad, la que se 
conjuga con la de vigilar que los juicios se sigan con toda 
regularidad para que la administración de justicia sea pronta y 
expedita. 

Se consideran delitos del orden federal, según el articulo 
51 Fracción I de la Ley Organica del Poder Judicial de la 
Federación , los siguientes : 

a) Los previstos en las leyes federales y en 
los tratados. 

b) Los señalados en los articulas 2 a 5 del 
Código Penal. 

e) Los cometidos en el extranjero por los 
agentes diplomaticos, personal oficial de 
las legaciones de la Repüblica y cónsules 
mexicanos. 

d) Los cometidos en las embajadas y 
legaciones extranjeras. 

e) Aquéllos en que la Federación sea sujeto 
pasivo. 

f) Los cometidos por un funcionario o 
empleado federal en ejercicio de sus 
funciones o con motivo de ellas. 

g) Los cometidos en contra de un funcionario 
o empleado federal en ejorcicio de sus 
funciones o con motivo de ellas. 

h) Los perpetrados con motivo del 
funcionamiento de un servicio público 
federal aunque dicho servicio este 
descentralizado o concesionado. 

i} Los perpetrados en contra del 
funcionamiento de un servicio pUblico 
federal o en menos cabo de los bienes 
afectados a la satisfacción de dicho 
servicio, aunque se encuentre 
descentralizado o concesionado 
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j) Todos aquéllos que ataquen, dificulten o 
imposibiliten el ejercicio de una 
atribución o facultad reservada a la 
federación 

k) Los señalados en el articulas 389 del 
Cod~go Penal, cuando se prometa o 
proporcione un trabajo en dependencia, 
organismo descentralizado o empresa de 
partícipación estatal. 

Como podemos observar la enumeración de los delitos que 
hace el articulo anterior ~as que ser enunciativa es 
ejemplificativa, ya· que por eje~plo senála corno delitos del orden 
federal a los previstos en las Leyes Federales y en los Tz::atados o 
los cometidos en e~bajadas y legaciones extranjeras, sin que se 
especifique cuales son esos delitos. 
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E.l FACULTADES DEL MINISTERIO PUBLICO FEDERAL 

De la lectura del articulo 102 Constitucional, 
citado con an~erioridad, y de los articulas 2do. a 11 de la Ley 
Or(Jánica dé la Procuraduria General de la RepUblica del 15 de 
Noviembre de 198 3, en vigor, podemos con e luir que 
fundamentalmente el Ministerio Pliblico Federal tiene asignadas 
las facultades siguientes : 

a) VIGILAR LA OBSERVANCIA DE LOS PRINCIPIOS DE 
CO!ISTITUCIONALIDAD Y LEGALIDhD . - Esta fü~ultud 
la debe desempeñar en el ambito de su 
competencia sin perjuicio de las atribuciones 
que legalmente le corresponden a otras 
autoridades jurisdiccionales o administrntivas. 

b) PERSECUSIOl.J DE LOS DELITOS • - la µcrseeusion de 
los delitos del fuero federal, tiene su base 
juridica en los articulas constitucionales 21 y 
102; el prir.iero le otorga la f.icult,1d 
persecutoria y el segundo le señala su 
competencia. 
En cumplimiento de sus atribuciones ejercitdr.:i 
las acciones penales correspondientes y exigirá 
la responsabilidad civil y penal que sea 
procedente, hara que los juicios se sigan con 
toda regularidad para que la administración de 
justicia sea pronta y expedita y pedirá la 
aplicación de las penas 

e) ASESORAMIENTO AL GOBIERNO EN MATERIA JURIDICA. -
El Ministerio Pliblico Federal como asesor del 
Gobierno en materia jurídica emitirá su consejo 
al Presidente de la Repüblica, a los Secretarios 
de Estado, Jefes de departamento administrativo, 
y jefes de establecimientos públicos y 
Organismos Descentralizados creados por una Ley 
Federal, que no es ten sujetos a control de 
alguna secretaria o Departamento (Articulo 20 
fraccion IV de la Ley Orgdnica de la Procuraduría 
General de la Republica ). 

d) REPRESE!IT,\R A LA FEDERACIOtl Al/TE LOS 
TRIBUNALES. - El Ministerio Pübl ico Federal 
representa a l.J. Fcdcr<ición ante los Tr 1Uu11ales 
protegiendo SU!i intereses e interviniendo en los 
conflictos de aquélla con las entidades 
federativas y en los que surjan entre ella!> 
(Art. 20. Fracción VI de la Ley de Procuraduria 
General de la Repliblica). De ésta manera en una 
especie de litigante que comparece en juicio 
ante los Tribunales. 
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e) IllTERVENCION EN EL JUICIO DE AMPARO • - La 
intervención del Ministeri ...... PU.blico en el 
juicio de amparo, segün el ar~iculo 107 Fracción 
XV de la Constitución se hará através del 
Procurador General o del agente del Ministerio 
Público que al efecto designare. Por ser este el 
tema central de estudio de est•l tesis lo 
abordaremos con mayor detenimiento mas adelante. 

Desde un punto de vista muy personal y 
anticipándome a un tema que con posterioridad abordare podemos 
afirmar que las funciones del Ministerio Público Federal se 
pueden dividir en tres grupos : 

a) como representante de la sociedad en la 
persecusión de los delitos 

b) Como Consejero Juridico y Representante 
Legal del Poder Ejecutivo y, 

e) Como parte en el Juicio de Amparo. 

Podemos concluir que el Ministerio P\ibl ice Federal 
desempeña una doble función, como representante de la sociedad y 
como consejero juridico del Estado; doble función que en 
ocasiones no se precisa con claridad. 
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CAPITULO o'II 

1t EL JUICIO DE 1tMPARO 11 
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11 EL JUICIO-DE AMPARO 11 

A) NATURALEZA JURISDICCIONAL DEL'JUICIO DE AMPARO 

El Amparo es u·n .Juicio o proceso que se inicia por 
la acción que ejercita cualquier gobernado ante los organos 
jurisdiccionales federales contra todo acto de autoridad 
que le cause un agravio en su esfera juriclic'a y que 
considere contraria a la Constitución, teniendo por objeto 
invalidar dicho acto o despojarlo de su eficacia por su 
inconstitucionalidad o ilegalidad en el caso concreto que lo 
origine 11 .<6> 

El Ar.iparo se sitlia evidentemente dentro de los sister.ias 
de control Constitur::ional por crgano jurisdiccional en via de 
accion. 
son sistemas de control Constitucional segun el Maestro Burgoa, 
aquéllos regirnenes que tienen por finalidad especifica invalidar 
actos de autot"idad o leyes que sean contrarios a la Ley 
fundamental. El ejercicio del Control Constitucional en un 
regif:len que se desarrolla en via de accion adopta la 
torr:ia de un proccdir:iientos sui generis seguido ante un.:i 
autoridad jurisd1ccional distinta de aquélla que incurrio en la 
violación, ante la cual el agraviado pretende que se declare 
inconstitucional la Ley o acto reclamado. 

En efecto cada uno de los atributos de éstos sistemas lo 
presenta nuestra Institución, a saber : 

a) El Juicio de Amparo se tramita ante el Organo 
Judicial Federal del Estado, o sea, los Tribunales de la 
Federación. 

b) El Juicio de Amparo se inicia sólo a instancia 
del gobernado que ha sufrido un agravio directo y personal que le 
afecta su esfera juridica por acto de autoridad que estime 
inconstitucional en la contravención de las garantías 
individuales, o bien por que el acto de autoridad invadía la 
competencia de la Federación o del Estado. o del Estado a la 
Federación, violando la garantla de legalidad y de 
constitucionalidad a través de la cual se tutela la Constitución 
y todo el Derecho Positivo Mexicano . 

<6> Burgoa Orihuela Ignacio. " El Juicio de Amparo ". Editorial 
Porrüa. eava. edición, México 19,71. pp. 199 
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e} El Amparo es un Juicio, es decir,un proceso en 
que el órgano de control debe dirimir la controversia juridica 
que consiste en determinar si la ley o acto de autoridad que se 
impugne es o no violatorio de la Constitución en los términos 
señalados en el inciso anterior, controversia que se suscita 
entre el gobernado que resulte agraviado por dicho acto y la 
autoridad del Estado de quien se reclama y pLovjene la ley o 
acto. 

d) Las sentencias que en tal juicio o proceso 
dicta el órgano de control impartiendo la proteccicn al gobernado 
contra el acto o la ley inconstitucionules,Unicanentc tiene 
efectos en el caso concreto de que se trate: sin hacer ninguna 
declaración general respecto del acto que se reclama. Cuando la 
sentencia se dicta por órgano politice el efecto de la misma es 
general, es decir, 11 erg a homes 11 • 

El Articulo lo. de la Ley Reglamentaria de los Articulas 103 
y 107 Constitucionales, establece que el Juicio de Amparo tiene 
por objeto resolver toda controversia que se sucite : 

I. - Por Leyes o actos de la autoridad que 
violen las garantias individuales. 

II. - Por Leyes o actos de la autoridad 
federal, que vulneren o restrinjan la 
soberania de los Estados. 

III. - For Leyes :) actos de las autoridades de 
estos 1 que invadan la esfera de la 
autoridad federal. 

El Articulo que acabamos de transcribir, que coincide con el 
Articulo 103 de nuestra Carta Magna, nos señala la procedencia 
del Juicio Constitucional . 

Pasernos ahora a estudiar los antecedentes históricos de 
nuestro Juicio de Amparo, que con sobrada razón en opinión de 
grandes juristas de todo el mundo es sin lugar a dudas el medio 
mas perfecto de control de la Constitucionalidad y de la legalidad 
de los actos de la Autoridad en beneficio de la sociedad . 
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B) ANTECEDENTES HISTORICOS 

Entrar al estudio de toda institución juridica, de todo 
medio de defensa, en fin de todo el:ernento que tenga una naturaleza 
juridica implica y conduce al analisis de la evolución histórica 
de los mismos. ~iendo la historia la ciencia avocada al devenir 
de hechos y a.:onte~imientos del hombre y de las sociedades es 
prudente analitar, cómo los sabios antiguos concibiéron a nuestro 
Juicio ConstitucionQJ. Pasemos primero a estudiar someramente los 
antecedentes de nuestro Juicio de Amparo en el Mundo y 
posteriorr.1entt:· en nuestro Pais , siempre recordando que la 
paternidad en l~l creación del Juicio de Amparo es mexicana, por 
mas que $e le quieran atribuir antecedentes extranjeros 

B. l El: EL MüllDO : 

RO!".J.. . - Lo mas importante que presenta la República 
romana en lo que se refiere al equilibrio entre los poderes del 
Estado, es la creac.ion de los Tribunos de la plebe, quienes, a 
pesar de no haber tenido facultades de gobierno administrativo ni 
de jurisdiccion (imperium, jurisdictio), fueron funcionarios de 
siqnificacion muy inportante. su actividad consistia, 
primordinl:nente, en oponerse, mediante el veto, a los actos de 
consules y dernas magistrados, e incluso a los del senado, cuando 
estimaban que eran lesivos o contrarios a los intereses y 
derechos de la plebe. La intercessio, corno se llamaba el medio 
por virtud del cual los tribunos desplegaban sus facultades 
vetatorias, no tenian como finalidad anular o invalida~ el acto o 
la decisión atacada, sino simplemente impedir o paralizar sus 
efectos o su ejecución. El poder de los tribunos radicaba en los 
plebiscitos, a los que podían convocar, para enjuiciar las leyes 
y demás actos de autor id ad, incluyendo las resoluciones 
judiciales, que perjudicaran o pudiéran perjudicar los derechos e 
intereses de la clase plebeya. 

EDAD MEDIA. - Esta época la podemos dividir según Don 
Mariano Azuela Jr. en tres etapas, a saber ~ 

- La época de las invasiones en la que los pueblos 
bárbaros se encuentran en proceso de formación y predomina ltl 
ºvindicta privadaº ( la venganza privada ) , cada quien hacia 
justicia por su propia mano. 

- La época feudal que se caracteriza por el 
do~inio del poseedor de la tierra, dueño de ella y de los que la 
culti·.raban, teniendo una relación de servidumbre respecto al 
señor feudal. El señor feudal, tenia un poder ilimitado aún sobre 
la vida y la nuerte de sus subditos. 
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- La época municipal que es la más importante y 
que pudiéra considerarse como un antecedente remoto de un 
reconocimiento de derecho del hombre, se caracteriza por la 
aparición del Derecho cartulario (de cartas), a través del cual 
se comienza a controlar el poder del señor feudal por medio de 
salvo conductos o cartas de seguridad. 

Como podemos observar éstos antecedentes a pesar de ser 
importantes no constituyen antecedentes claros y cOncretos de 
nuestro juicio de amparo. 

En mi opinión la influencia externa mas clara y directa que 
ha tenido el Juicio de Amparo, se puede dividir en tres grandes 
corrientes 

1) La mas ostensible es la que proviene del 
Derecho Anglo sajón, como ocurrió ta~biCn en la 
mayoria de los paises Latinoamericanos en los primeros años de su 
independencia de España, ya que los creadores del amparo mexicano 
pretendiéron introducir en México los principios esenciales de 
la revisión judicial de la constitucionalidad de las leyes. 
También debe señalarse la influencia de la .clá.sica institución 
anglo - sajona del 11 HABEAS CORPDS 11 que se incorporó al Juicio 
de Amparo, pero sin el nombre tradicional con el que se le conoce 
en los demé.s paises Latinoamericanos. El writ of habeas corpus 
era el procedimiento consuetudinario que pennitia someter a los 
jueces al exámen de las órdenes de aprehensión ejecutada y la 
calificación de la legalidad de sus causas, fue elevado a la 
categoria de ley en Inglaterra en el año de 1679. En opinión de 
Don Ignacio Burgoa 11 Hemos de concluir que el Habeas Corpus es ya 
un precedente directo del Juicio de Amparo, pues ambos son medios 
juridicos de tutela, es decir, s~ revelan en derechos 
garantizados o de garantia. su objeto proteger la libertad 
personal contra toda detención y prisión arbitrarias, 
independientemente de la categoria de la Autoridad que las 
hubiéra ordenado 11 <7> 

2) La influencia española fué menos evidente pero 
inevitable, después de dos siglos de dominación cultural y 
politica en la Hueva España, y por ello es que el nombre mismo 
del Amparo proviene de antecedentes castellanos y aragoneses, y 
también le debernos el centralismo judicial implantado en la época 
colonial, y que determinó la concentración posterior de todos los 
asuntos judiciales del pais en los Tribunales Federales, y que 
debe considerarse contraria a la estructura del régimen federal, 
que se tomó de la constitución de los Estados Unidos de 1787. 

<7> OB. CIT. 6 pp. 61 
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l) También advertirnos un influjo del Derecho 
Francés en pritier término por conducto de las Declaraciones de 
los Derechos del Hornbre y del Ciudadano, calificadas en nuestras 
constituciones como " Derechos del Gobernado 11 ~· que en un 
principio se estimaron como el Contenido de la protección del 
Juicio de Amparo: en segundo lugar en cuanto se pretendió 
implantar una copia del senado Conservador de la 
Constitución Francesa del año VIII a través del llamado Supremo 
Poder conservador introducido en las Leyes Constitucionales de 
1836. La atribucion primordial del Senado Conservador o Jurado 
constitucional ideado por sie).•és, consistia en controlar el 
orden constitucional procurando que todos los poderes del 
Estado se so~ctieran a sus disposiciones, para lo cual podia 
anular cualquier acto que implicase su violación. También en 
este sisteca de control encontra~os ya un antecedente directo de 
nuestro Juicio de A~paro Otro elemento, que influye en 
nuestro Juicio de Ampa~o es el recurso de casación. 
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B.2 EN MEXICO : 

Por lo que se refiere a los factores de 
carácter nacional, los mismos se tradujeron en el convencimiento 
de los hombres pUblicos y de los juristas mexicanos, de las 
necesidades de crear un instrumento procesal eficaz para la 
tutela de los derechos fundamentales de los gobernado~ frente 
al poder ptlbl ice, incluyendo la impugnación de las leyes 
inconstitucionales. 

La formación de ésta conciencia fue muy paulatina y en 
ocasiones bastante imprecisa, por lo que nos limitarer.1os a 
señalar las etapas que se pueden considerar mas destacadas : 

a) En la Constitucion Federal de los Eatados Unidos 
Mexicanos del 4 de octubre de 1824, se introdujeron, sin una 
plena comprensión, dos instituciones para la tutela de las normas 
constitucionales, uno, la que atribuyó al Congreso federi\l de 
la facultad de reprimir las violaciones a la Cartn Federal, y que 
tiene su antecedente en la constitución Española de cactiz de 
1812, y al mismo tiempo otra que confirió, a la Suprema Corte 
Federal,esta vez por influencia de la Constitucion Federal de los 
Estados Unidos,la competencia para decidir sobre las infracciones 
de la constitución y leyes federales, pero en la practica 
predominó claramente la primera solución, si tomamos en cuenta 
que el citado congreso federal anuló varias leyes expedidas por 
los órganos legislativos de las Entidades Federativas, por 
considerarlas contrarias a la Constitución Federal. 

b} En las llamadas Siete Leyes Constitucionales de 1836, de 
carácter unitario o centralista, se efectuó el primer intento de 
establAcer un organo protector de la Constitución, de carácter 
politice, llamado Supremo Poder Conservador y que sin duda se 
inspiró en el sistema similar establecido, de acuerdo con las 
ideas del Abate Sieyes en la Constitución francesa del año VIII 
(13 de diciembre de 1799), según se expresó anteriormente, y 
cuyas facultades desorbitadas y más bien ingenuas, determinaron 
su fracaso. 

c) En varios proyectos que se elaboraron durante los años de 
1840 a 18~2 con el propósito de reformar las cit.:idas leyes 
constitucionales de 1836, o bien para sustituirlas con otro 
documento constitucion.:il, se propuso la supresión del Supremo 
Poder Conservador - que fue abolido efectivamente en el año de 
18~1 - para sustituirlo por un instrumento proce~al que recibió 
el noobre de reclamo, el que debía ejercitarse ante los 
tribun~les federales y particularmente ante la Suprema Corte de 
Justicia, con obJeto de proteger tanto la::: narrias 
constitucionales en general, como las 11 garantias individuales" , 
es decir, los derechos del hombre en particular, y si bien estos 
proyectos no llegaron a obtener consagración legislativa es 
evidente que prepararon el terreno a fin de que pudiera 
implantarse pocos años mas tarde el Juicio de Amparo en el dmbito 
nacional. 
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Podemos afirmar que el Amparo Mexicano se creó de rnanera 
paulatina en tres etapas sucesivas, a través de lns cuales se 
fue perfilando y perfeccionando la institución. 

l) En primer término , el Amparo surgió, inclusive con este 
nombre, en la Constitución del Estado de Yucatan del Jl de marzo 
de 1841, y segun el proyecto elaborado en el mes de diciembre de 
1840 por el ilustre procer mexicano y nativo de dicha Entidad 
Federativa, Manuel crescencio Rejón, estimado con toda razón como 
uno de los creadores de nuestra máxima Institución procesal y 
también el primero que en Latinoamérica determinó la consagración 
legal de la revisión judicial de la constitucionalidad de las 
leyes. 

El motivo por el cual el Amparo mexicano apareció en una 
entidad federativa, se debe a que en esta época se libraba una 
lucha encarnizada entre los partidoarios del reestablecimiento del 
sistema federal, que eran los miembros del partido liberal, y los 
conservadores que sostenian el régimen unitario consagrado en las 
mencionadas siete leyes constitucionales de 1836, y en estos 
mor.ientos dominaba en el Estado de Yucatán un gobierno local 
partidario de la unión federal. 

2) En el ámbito nacional, el amparo fué establecido en el 
acta de reformas del 18 de rnayo de 1847, que debe su nombre a que 
dicho documento introdujo modificaciones a la constitución 
Federal de 1824, cuya vigencia fué restablecida. 
La citada Acta de Reformas se inspiró en forma indubitable en el 
proyecto redactado por otro distinguido jurista y pal í tic o 
rnexicano, Mariano Otero, considerado como el segundo padre del 
amparo, ya que en el articulo 25 del propio documento 
constitucional se implantó la disposicion calificada como 
"formula Otero 11 , que todavía subsiste, y de acuerdo con la cual, 
la sentencia que otorgue la protección no debe contener 
declaraciones generales, de r.ianera que cuando se impugna la 
inconstitucional id ad de una Ley, dicha tutela se traduce en la 
desaplicación de ordenamiento impugnado exclusivamente en 
beneficio de la parte reclamante. 

3) Recogiendo la evolución anterior, los miembros del 
Congreso constituyente de 1856-1057, entre los cuales sobresalen 
Ponciano Arriaga, Melchor acampo y León Guzmán, estableciéron en 
los artículos 101 y 102 de: la Constitución Federal del 5 de 
febrero de 1857, los l ineamicntos fundamentales del juicio de 
amparo, algunos de los cuales han llegado hasta el presente, por 
lo que debe considerarse corno la etapa final del nacimiento de la 
institución, y constitu:.,·c el punto de partida de su evolución 
posterior, hasta alcanzar el alto grado de complejidad con el 
que se le conoce en nuestros dias. 
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A partir de la citada Constitución de 1857, advertimos 
un notable desarrollo del juicio de amparo, que no obstante haber 
nacido exclusivamente como un instrumento procesal para la tutela 
de los llanadas 11 derechos del gobernado ", su ámbito protector 
fué ampliando en forma paulatina, ;'y para explicar brevemente esa 
evolución podemos trazar las siguientes etapas : 

a) El Amparo se fué perfeccionando en las diversas leyes 
reqlar.ientarias que se expidiéron con apoyo en los citados 
articulas 101 y 102, como lo fuéron las Leyes de Amparo de 1861, 
1869 y 1882, habiendose incorporado posteriormente en los Códigos 
de Procedimientos Civiles Federales de 1897 'l 1909; ordenamientos 
que recogiéron las enseñanzas de la jurisprudencia de la Suprema 
Corte de Justicia, que transforruó éste medio de impugnación, de 
un instru1:1ento sin contornos precisos, en un verdadero proceso 
contra las autoridades infractoras, tutelando preferente~ente la 
vida y la libertad de los gobernados, ya que con frecuencia se 
utilizo para arrancar de los pelotones de fusilamiento a los 
condenados a muerte por delitos politices o bien evitó, asi sea 
con limitaciones, el servicio forzado de las armas o ltls 
de~enciones indebidas, lo que le dió un gran prestigio popular, 
que conserva actualmente. 

De acuerdo con estas leyes reglamentarias y l~s 
disposiciones relativas de los códigos mencionados, el juicio de 
amparo se tramitaba a través de un procedimiento de doble 
instancia, la primera ante los jueces federales de Distrito, y 
la Segunda de oficio ante la Suprema Corte de Justicia, con 
independencia de los actos que se reclamaran y las partes qtl~ 
intervinieran. 

b) Pero la transformacion mas importante fué la introduccicn 
del juicio de amparo contra sentencias judiciales por incorrecta 
aplicación de la ley secundaria 1 y esto ocurrió debido .:l una 
serie de causas de carécter social y politice, q~e presionaron a 
la Suprema Corte para aceptar una interpretacíon sunamentc 
discutible del articulo 1~ de la citada Constitucion Federal de 
1857. 

En efecto, debido a tres siglos de centralismo judicial en 
la epoca colonial española, que a su vez provoco l.J. reunión de 
los abogados en las Ciudades de México y Guodalajara, en L1$ 
cuales rccid1an las dos Unicas 1\udiencias (tr·ibunales de 
apelación), con posteriorid.ld a la independcnci.:l rue preci:co 
integrar con nagistrados icprovisadcs los Tribunales Slip~rior~s 
de las Entidades federat1v.J.s, con la cons1gu1ente falta t.h~ 
confianza en dichos tribunales local~s, los que tanbien quedaron 
sujl:!tos a la influencia pol1tica de: los gobernadores de l..i:; 
prcpias entidades. 
Debido a todo lo anterior los abogados acudiéron a todos los 
rnedios

1 
inclusivr a la nenc1cnada interpretación del articulo 1~ 

constitucional para sustraer todos los asuntos judiciales de las 



manos de los tribunales locales, aun tratándose de la aplicación 
de las leyes de los estados, para llevarlos a los tribunales 
federales a través del Juicio de Amparo, y finalmente a la 
suprema Corte de Justicia, que concentró asi, todos los asuntos 
judiciales del pais, movimientd incontenible que llevó a la 
Suprema Corte a declarar inconstitucional el articulo a de la Ley 
de Amparo de 1869 que prohibió expresamente la interposición del 
juicio de a~paro contra sentencias judiciales. 

e) La Constitución vigente del 5 de febrero de 1917 recogió 
la evolución anterior y estableció en sus articulas 103 y 107 los 
lineamientos esenciales del juicio de amparo, particularmente en 
el segundo, que regula, las bases de la institución. 

Al respecto, debe llamarse la atención de que el 
Con::;tituyen'te, despuCs de acalorados debates, consagró 
C!Xprcsarr.cnte en el <l.rt1culo 14 de la Carta Federal vigente la 
procedencia del ilnparo contra sentencias judiciales por la 
violación de leyes secundarias, y t.omando ademas, en cuenta el 
principio de legalidad del articulo 16 constitucional, culminó la 
evolucion de la esfera protectora del Amparo de tal manera que a 
partir de entonces, salvo los casos limitados que la misma 
Con;.:;titución y la Ley reglamentaria señalan en los cuales no 
procede la irnpuqnación, el anparo p:.-~t.ege todo el orden juridico 
nacional, desde los más elevados preceptos constitucionales ha~ta 
las disposiciones de un modesto reglamento municipal, lo que 
explica la complejidad que ha asumido la institución hastil 
nuestro dias. 

d) El problema esencial que s0 produjo con ln apli~~ción de 
los articulas lOJ y 107 a través de las leyes reglamentarias de 
1919, y la actual del 10 de enero de 1936, consistió en una mayor 
acumulacion de los juicios de amparo en los tribunales federales 
y particularmente en la Suprema Corte, fenomeno que ya hab1a sido 
observado por el distinguido jurista r.iexicano Er.:il i o Rabasa en 
los primeros años de éste siglo, de manera que las reformas 
esenciales a la legislacion de ai:lparo, tanto en su aspecto 
constitucion~! como reglamentario, de 1951 y 1968, s~ dirigiéron 
esencialmente a disminuir el rezago que pesaba s:bre la propia 
Suprema Corte de Justicia. 

En efecto, ) as rcf:::r~.:i.s de 1St51 crearon los Tribunales 
Colegiados de Circuito, inspirados en los Tribunales de Circuito 
de Apelación de los Estados Unidos, precisamente con el objeto de 
auxiliar a la Suprema Corte en el conocimien~o de los juicios de 
arr.pdro, y la segunda reforr.:a que entró en vigor en octubre de 
1968, adernas de incrementar el nú!il.ero de lo5 Tribunales 
Colegiados, hizo una distribución d~ lo~ juicios de a~paro entre 



dichos tribunales y la Suprema Corte de Justicia, tomando en 
cuenta criterios sociales, económicos y de interés pUblico y 
social, de manera que a partir de entonces, sólo los juicios de 
amparo de mayor importancia se tramitan y resuelven por el mas 
alto Tribunal de la Repliblica. 

Por Ultimo, podemos concluir que el Amparo Mexicano en la 
actualidad ha adquirido una estructura jur1dica sumamente 
compleja debido a que en su unidad engloba cinco funciones 
diversas, ya que puede utilizarse para: 

la tutela de la libertad personal 

combatir las leyes inconstitucionales 

- como medio de impugnación de las sentencias 

judiciales 

para reclamar los actos y resoluciones 
de la administración activa, y finalmente 

- para proteger los derechos sociales . 

Toda vez que hemos analizado la naturaleza jurisdiccional, el 
concepto, las características y funciones del Juicio de Amparo 
considero pertinente concluir el presente capitulo con una idea 
expresada por el Dr. Ignacio aurgoa y que afirma una vez más la 
paternidad que tiene Mexico en la creación del multicitado juicio 
constitucional, 11 Nuestro Juicio de Amparo como medio de 
preservación de las garantias del gobernado y en general de todo 
el orden juridico mexicano a través de la lcgulidad es con 
independencia d~ las circunstancias históricas que le dieron 
nacimiento, la consecuencia politica y social inevitable en el 
terreno deontologico, del desideratum de proteger la personalidad 
humana y el regirnen normativo del País. Su creacion, como 
Institución eminentemente nacional, significa un honorosisirno e 
indisputable timbre de gloria y orgullo para México, reconocido 
ya internacionalmente". 
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C) LAS PARTES Etl EL JUICIO DE AMPARO 

Para poder entrar en materia de este punto considero 
conveniente definir en primer térn\ino el concepto de parte en el 
juicio de amparo. 

" Las Partes, en el amparo, son las personas a quienes la ley 
faculta para que en nombre propio o debidamente representadas, 
soliciten el amparo; para que confiesen y en su caso justifiquen 
los actos de autoridad reclamados; o para que comparezcan a pedir 
que tales actos se declaren constitucionales o 
inconstitucionales 11 <B> 

El Maestro Burgoa define el concepto de parte de la siguiente 
manera : 
" Parte es, toda persona a quien la Ley da facultad para deducir 
una accion, oponer una defensa en general o interponer cualquier 
recurso, o a cuyo favor o contra quien va a operarse la actuación 
concreta de la ley, sea en un juicio principal o bien en un 
incidente. 11 <9> 

De acuerdo con el articulo So. de la T ... ey de Amparo, las 
partes en el juicio de amparo son cuatro a saber 

l.- El Agraviado o agraviados 
2.- La Autoridad Responsable 
J.- El ter.cero perjudicado, y 
4.- El Ministerio Público Federal 

Como he indicado la Ley de AT:'lparo señala los sujetos 
procesales considerados corno partes en el Juicio de Amparo. Es 
importante en éste orden de ideas recordar los antecedentes 
legislativos de dichas partes en el Juicio de Anparo. 

El artículo 7o. de nuestra primer Ley de Amparo (1861), 
señalaba como partes en el juicio al quejoso y al promotor 
fiscal. La Autoridad Responsable sola~ente debía ser oida. 
El articulo 9o. de la Ley de 1869, coincide con la .'.lntcrior Ley 
al señalar corno partes al promotor fiscal y al quejoso afirmando 
además que la Autoridad Responsable no es parte en éstos recursos 
y solo tiene el derecho de informar con justif icacion sobre los 
hechos y las cuestiones de la Ley que se versaren. 

<8> Hernández A. Octavio. 11 Curso de Amparo Instituciones 
Fundamentales 11 • Editorial Porrúa . 9na. Edición, México 
1963. pp. 146 

<9> OB. CIT. 4 pp. 332 
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El articulo 27 de la Ley de lSS2 ratifica que la Autoridad 
no es parte en el Juicio, pero autoriza a que se le reciban 
pruebas y alegatos que quisiera presentar para justificar sus 
procedimientos. 

En el articulo 753 del Código Federal de Procedimiontos 
Civiles de 1897 en el cual se incluye una Ley especial corno era 
la de Amparo en una codificación mas general. Señala coma partes 
al agraviado y al promotor fiscal. Y se menciona el derecho de la 
Autoridad Responsable de rendir pruebas y producir alegatos. Por 
primera vez en este código aparece el primer vestigio del tercero 
perjudicado, cuando concede a la parte contraria del agraviado 
-en negocios judiciales del orden civil-, los mismos derechas a 
los señalados a la Autoridad Responsable. 

El Código Federal de Procedimientos Civile!> da 1909 1 en su 
articulo 670 señala como partes al aqraviado, a la Autoridad 
Responsable y al ministerio Pllblico Federal. No considera como 
parte al tercero perjudicado pero lo autoriza a interponer 
revisión contra la concesión negativa o revocación de la 
suspensión. 

En el articulo 11 de la Ley de J\mpara da 1919 se reconoce al 
tercero perjudicado como parte en el Juicio aunque no se le 
denomina de tal forma, se le reconoce ezte carácter de una manera 
indirecta, por eje~plo, al considerar como parte a la contraparte 
del quejoso Qn amparos civiles. Debemos destacar que ésta fue la 
primera Ley de Amparo dictaada conforme a la Consttitución de 
1917. 

El actual articulo Sto. nace en la Ley de Amparo de 1936. 
sufre una pequeña - pero ímportantisima - modificación en 1950 
que sorpresivamente autoriza la abstención ~el Ministerio Público 
Federal para intervenir en los procesos de amparo cuando el 
considere que estos carezcan de interés público. Finalmente en 
1980 se invierte el anterior planteamiento y en vez de permitir 
una abstención discrecional del órgano Público ahora se 
condiciona su intervención el el amparo, cuando " el caso de que 
se trate (el caso es nada menos que una queja de que una 
Autoridad ha violado o esta violando garantias 
constítucionales}afccta a su juicio el interés público ".Menos 
mal que esta reforma - la cual deja practicamente al capricho de 
ese alto Ministerio el involucrarse o no en un proceso de amparo­
recuerda de pronto la razón por la cual esta dentro del proceso 
dicho Ministerio Público y añade : 11 En los demás casos podrá 
hacerlo para promover la pronta y expedita administrn.ción de 
justicia 11. 

36 



Antes de analizar cada una de las partes que intervienen en 
nuestro Juicio de Amparo, es importante señalar que la 
intervención de cada parte depende de su legitimación. 

Al decir del Maestro Burgoa : 11 La ··'legitimación en el amparo está 
intimamente ligada al concepto de parte, pues implica la 
capacidad de intervenir en el amparo con éste carácter ".<10> 

Debemos diferenciar la legitimación en la causa, que se 
refiere a la relación sustancial que con el caracter de 
litigiosa, es materia del Juicio, con la legitimación para obrar 
o legitimación procesal, que es la facultad o idoneidad para 
poder actuar en el proceso en cualquier calidad legalmente 
reconocida. 
Ejemplificat.iv.:imente podenos señalar que el agraviado menor de 
edad posee una legitimación en la causa debido a que el acto de 
autoridad le afecta en forna directa y personal en su esfera 
jur1dica, sin e~bRrgc la lcgitimacion procesal correspondcr1a a 
su representante que actuaria como quejoso dentro del Juicio de 
Amparo. 
Por regla general las partes que intervienen en el amparo tienen 
legitir.r.ac1or. en la c:ausi:! y legitimacion procesal, sin embargo, 
para distinguir los des tipos de legitimación se cita el anterior 
ejemplo. 

La Legitimación en la causa puede ser activa o pasiva. La 
activa consiste en que la persona sea titular del derecho que se 
pretende ejercitar en el juicio; y la pasiva en que la persona 
sea la ohligada a reconocer ese derecho o a cumplir la obligación 
corr.elativa al mismo; o en las dos cosas a la vez. 

Estudiemos ahora cada una de lus partes por su orden 

1.- EL AGRAVIADO 

Comlinmente al agraviado se le nombra 
el quejoso.'' El quejoso es aquella persona fisica o moral a quieri 
perjudica el acto violatorio de lus garantias individuales o el 
acto que de alguna r.ianera inv;:ida la soberania local -: fednral. So?. 
define comunmente al q11ejosa cott.o el titular ele la accio:1 
constitucional del amparo. De hecho es la persona que> inicia el 
juicio de amparo en nombre propio e por el cual se efcctú1 dicha 
iniciación. 11 <11:> 

<10> OB. CIT. 4 pp. 267 
<11> OB. CIT. 5 pp. 20 
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Por agraviado debe de entenderse 11 la persona que sufre 
una lesión juridica por virtud de un acto violatorio de la 
Constitución incluyendo en este concepto a las Leyes 
anticonstitucionales. "<12> con mucha frecuencia la demanda de 
amparo se presenta por quien, en realidad, no ha sufrido tal 
agravio, es decir, por el quejoso que es el titular de la acción 
de amparo. A pesar de la opínion del Mtro. Pallares respecto a 
la distinción que hace de quejoso y agraviado, la Ley de Amparo 
maneja aml>os conceptos indistintamente, como ejemplos podernos 
citar : El art. so. Fracción I en el que señala como parte en el 
juicio de anparo al agraviado o agraviados: tambicn podemos citar 
el art. 28 fracción II que habla de las notificaciones en el 
amparo ante los juzgados de distrito señalando que éstas se 
realizaran personalmente a los quejosos privados de su libertad. 
Por Ultimo debernos destacar el articulo 116 que al referirse a 
los requisitos de la dcr.ianda de amparo señala en su fracción I el 
nombre y el dor.iicilio del quejoso y de quien promueve en su 
nombre. 

--------------~--------------------------------------------------
<12> OB. CIT. 5 pp. 20 
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La Ley de Amparo y la Jurisprudencia señala_como quejosos 

1.- Los menores de edad (art. 6 Ley de Amparo) 

2.- Las personas morales privadas por medio de 
sus representantes (art. a Ley de Amparo) 

J.- Las personas morales oficiales a través de 
sus representantes cuando se afecten sus 
intereses patrimoniales (art. 9 Ley de 
Ar.i.parc.) 

4.- El ofendido o las personas que conforme a 
la Ley tengan derecho a la reparación del 
daño o a exigir la responsabilidad civil 
proveniente de la comisión de un delito 
(art. 10 Ley de Amparo) 

5.- Los nucleos de población, 
ejidatarios y comuneros 
Amparo) 

ejidal y comunal 
(art. 212 Ley de 

Para concluir afirmare que en el Juicio de Amparo esta 
legitimada activamente la persona juridica que haya sufrido un 
agravio directo y personal en su esfera juridica por la 
violación constitucional que se impugna. 
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2,- LA AUTORIDAD RESPONSABLE : 

Para poder definir 
autoridad responsable es preciso definir el concepto de 
Autoridad. " El término Autoridad para los efectos del ~imp.it·o 
comprende a todas aquéllas personas que disponen de fuerza 
pública en virtud de circunstancias ya legales, ya de hecho y por 
lo mismo están en posibilidad material de obrar corno individuos 
que jercen actos públicos por el hecho de ser publica l~ fuerza 
de que disponen. 11 <13> 

Segti.n el articulo 11 de la Ley de Amparo es autoridad 
responsable 11 la que dicta, promulga, publica, ordena, refrenda, 
ejecuta o trata de ejecutar la ley o acto reclamado 11 

Por su parte el Maestro Burgoa define al concepto da 
autoridad responsable como sigue : " Es toda autoridad de !Jecho o 
de derecho que viole las garantias individuales o ataque la 
soberania local o federal de los Estados dictando, ordenando, 
ejecutando, refrendando, promulgando o tratando de ejecutar el 
acto reclamado de acuerdo con lo que disponen los articulas 103 
de la Constitución y lo. de la Ley de Amparo . 11 

De la redacción del articulo 11 de la Ley de Amparo, podemos 
concluir que es Autoridad Responsable toda Autoridad que haya 
sido señalada corno tal por el quejoso, a quien se le atribuye un 
acto. 

La legitimación que tiene la autoridad responsable en el 
Juicio de Amparo es una legitimación pasiva puesto que frente a 
lo que ella haya actuado, dictado o ·ejecutado se ejercita la 
acción de amparo. 

<13> OB •. CIT. 5 PP.49 
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J,- EL TERCERO PERJUDIC~DO 

Es la persona que tiene derechos 
opuestos a los del quejoso al resultar beneficiado por el actc 
reclamado y, en consecuencia, tiene interés juridico en que 
subsista, y debe, legalmente, comparecer con tal carácter en el 
Juicio de Amparo, para procurar dicha subsistencia. 

ºPor interés juridico debernos entender segün 
la doctrina y la jurisprudencia cualquier derecho subjetivo que 
derive de los actos de autoridad que se combatan o que estos 
hayan reconocido, declarado o constituido. 11 <14> 

La posición del tercero perjudicado en el juicio de ampare 
es similar a la de la Autoridad Responsable puesto que ambos 
sujetos persiguen lá misma finalidad que es la negativa de la 
protección federal o el sobreseimiento del juicio por causa de 
improcedencia. 

La fracción III del Articulo So. 
de la Ley de Amparo,señala, que pueden intervenir con el carácter 
de Tercero Perjudicado: 

a) La contraparte del agraviado (quejoso} 
cuando el acto reclamado emana de un juicio o controversia que no 
sea del orden penal, o cualquiera de las partes en el mismo 
juicio cuando el ampilro sea promovido por persona extraña al 
procedimiento; 
El inciso no prevee la calidad de parte como tercero perjudicado 
de otros sujetos que tienen interés en que subsista el acto 
reclamado que proviene de un juicio, y que intervienen en él; a 
pesar de esto deben ser terceros perjudicados en el Juicio 
de Amparo corno lo sostiene el Poder Judicial Federal, quienes 
tengan interés opuesto al quejoso o de que subsista el acto. 

La jurisprudencia ha ampliado el criterio legal en los 
siguientes términos:" Tesis 304 TERCERO PERJUDICADO EN EL AMPARO 
CIVIL .- La disposición relativa de la Ley de Amparo debe 
entenderse en el sentido de considerar terceros perjudicados a 
todos los que tengan derechos opuestos a los del quejoso e 
interés por lo mismo, en que subsista el acto reclamado, pues de 
otro modo se les privaria de la oportunidad de defender las 
prerrogativas que pudiéran proporcionarles el acto o resolucion 
motivo de la violación alegada . 11 <15> 

b)El ofendido o las personas que conforme 
a la Ley, tengan derecho a la reparación del daño o a exigir la 
responsabilidad civil proveniente de la comisión de un delito, en 
su caso, en los juicios de amparo promovidos contra actos 
judiciales del orden penal, siempre que éstos afecten dicha 
reparación o responsabilidad; 

<U> OB. CIT. 4 pp. 430 
<15> Apendíce al Semanario Judicial de la Federación 1917-1985. 

Cuarta parte. pp. 862 
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c)La persona ó personas que hayan 
gestionado en su favor el acto contra el que se pide Amparo, 
cuando se trate de providencias dictadas por autoridades 
distintas de la Judicial o del Trabajo; o que, sin haberlo 
gestionado tengan interés directo en la subsistencia del acto 
reclamado. 

El tercero perjudicado en el juicio de amparo tiene una 
intervención que se asemeja a la de la Autoridad Responsable y la 
sentencia que se pronuncia en caso de ser favorable para el 
quejoso tendra efectos obligatorios para la autoridad responsable 
responsable que sera en perjuicio del tercero perjudicado. 
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'·- EL MINISTERIO PUBLICO FEDERAL : 

La fracción XV del articulo 
107 de la constitución describe la intervención del Ministerio 
PUblico Federal en los Juicio de Amparo , según la cual el 
Procurador General de la RepUblica o el Agente del Ministerio 
Público que al efcct.o designare Cste será parte en todos los 
Juicios de Amparo,pero podran abstenerse de intervenir en dichos 
juicios, cuando el caso de que se trate carezca, en su concepto, 
de interCs público. 

Ratifica el contenido de la prescripción Constitucional, la 
fracción IV del articulo 5o. de la Ley de Amparo, en la que se 
precisa que el Ministerio Público Federal intervendrá 11 cuando el 
caso de que se trate afecte a su juicio el interés público 11

1 y 
en los decás casos podrá hacerlo para promover la pronta y 
expedita administración de justicia "· 

Por Ultimo, la fraccion I del Articulo Jo. de la Ley de la 
Procuraduría Ccneral de la RepUblica, prescribe que 11 queda 
encomendada al Ministerio Público Federal la misión de intervenir 
en los juicios de Amparo, conforme a la Ley relativa 11

• <16> 

En conclusión, el Ministerio PUblico Federal interviene en el 
Juicio de Amparo con el carácter de parte, pero ademas para 
prcimover la pronta y expedita adr.linistración de justicia. 
Entraremos a estudiar con mas detalle la intervención del 
Ministerio Ptlblico Federal en el Juicio de Amparo en el capitulo 
siguiente . 

En cuanto a la legitimación del Ministerio Público para 
intervenir en el Juicio de Amparo, señalare que éste Organismo 
Público adquiere su caracter de parte imparcial por la Ley, con 
la finalidad de que se cumpla la misma y se respeten los derechos 
de la sociedad y del Estado. 

<16> 11 Ley Orgánica de la Procuraduria General de la República . 
Código de Procedimientos Penales 11 • Editorial Porrúa. 
35ava. edición, Mé~ico 1986. pp. 326-327. 



CAPITULO III 

"EL MINISTERIO PUBLICO FEDERAL COMO PllRTE EN EL JUICIO DE llMPARO" 
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H EL MINISTERIO PUBLICO FEDERAL COHO · PARTE oEN EL JUICIO DE 
AMPARO 11 

A) ANTECEDENTES HISTORICOS 

Los -arltecedentes'·históricos de la 
intervención del Ministerio PUblico Federal como parte eti los 
Juicios de Amparo, los po~em~s dividir en dos etapas, á saber: 

Primera : De 1861, en que aparece la pt·ime:·i1 
Ley de Amparo en Mexico, hasta antes de la constitución de 1917. 

nuestros dias. 
De la Constitución de 1917, hasta 

PRIMERA ETAP,;: 

Desde la primera Ley Reglamentaria de 
nuestro Juicio de ADparo de 30 de noviembre de 1861, se consideró 
al 11 Promotor Fiscal " como entonces se llamaba al Ministerio 
PUblico como parte e::. el juicio const.itucional, segun se 
desprende del Articuio ':' de dicha Ley, al considerar como partes 
a : " E::. Promotor !: iscal, el quejoso, y a la Autoridad 
responsable para el solo efecto de oirla 11 • 

El 11 Promotor fiscal 11 (Ministerio Público), pasó con al 
mismo nombre y con el carácter de p.i.rtc en los Juicio5 de l\mpa.ro 
a las leyGs reglamentarias de 1869, 1882 y 1B97, destac.f\ndose 
principalmente en todas estas leyes porque formaba par-t(• cte la 
Suprema Corte de Justicia . En las Leyes de 1869 y 1882 su 
funcion se reducin a refutar las pretensiones del quejoso, 
sustitu)'Cndose a la Autor.idad Responsable (que no eril par te) en 
su papel de contraparte en defensa del acto reclamado. Asi 
podemos citar por ejemplo el articulo 12 de la Ley de Amparo de 
1S69, que a la letra decía : 11 Toda Autoridad o Funcionario tiene 
la obligacion de proporcio11ar al Procurddor Fiscal, al actor, a 
su abogado o procurador, las constancias que pidieren para 
presentarlas cono pruebas en los recursos '' 

En las leyes de 1882 y 1897, se cncontrabnn ·¡a algunos 
articules que hablaba expresamente del interós social y de la 
obl i(]ncion dt!l pror.iotor liscal de. velar por Cl. En la dr; 1BS7, 
tarr.bien deb1a velar el Procur.Jdor fiscal por el inten~s del fisco. 

Oebc:-::os nacer: nuL~u. qu.;: .-:; .:. ..... ::::;re e} ·~in i st'?r io Público ha 
intervenido en el Juicio de Amp.n·o para velar por la pronta y 
expedita irnparticion de justicia, .:!Sl el articulo 54 de la Ley de 
Amparo de 1882 dec1a : " El Promotor Fiscal cuidará bajo su r.tCis 
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estrecha respons3bilidad, de que ninglin Juicio de Ar:iparo quede 
paralizado, para cuyo Pfecto acusará las rebeldias que 
correspondan, pidiendo el sobreseimiento en los casos en que 
proceda ". 

Todas éstas leyes, no reconocian a la Autoridad Responsable 
el carácter de parte en el Juicio de A~paro, sin emburgo, se le 
perrnitia presentar pruebas y alegatos a traves del Procurador 
Fiscal, lo que origino no pocos debates a partir de la Ley de 
1882. Una opinion interesante sobre el particular, que influyó 
definitivamente para que se le reconociera el caractcr de parte 
en el Juicio de Anparo a la Autoridad Responsable, fue la de Don 
Fernando \'ega, que en su obrd 11 k"'\ Nueva Ley de Amparo de 
Garantias Individuales Orgánica de los articulas 101 y 102 
Constitucionales ", arguyó : 11 si l<'\ Autoridad Responsable no es 
parte no puede figut·ar en la sustanciación del Juicio de Amparo 
por medio de un representante (Promotor f is ca 1) , porque es 
derr.asiado absurdo para ser uceptado, suponer que una persona no 
es parte en un juicio y aceptarla sin embargo por medio de un 
mandatario legalmente aceptado . 11 <17> 

Fué: hasta el Codigo Federal de Procedimientos civiles de 
1909, que conten1a un capitulo sobre el Juicio de Amparo, en el 
que se logran las modificaciones sustanciales en la Institución 
del Ministerio Publico. Algunas de éstas modificaciones atln 
tienen vigencia, a saber : 

a) Deja de llar.'larse Procurador Fiscal y pasa a 
llamarse Ministerio PUblico, y 

b) Se le deja de considerar un sustituto de la 
Autoridad Responsable, y pasa a ocupar la 
posición de parte defensora de los intereses 
de la sociedad y del fisco, cuidando la 
observancia de la constitución y de la Ley en 
los Ju ícios dü 1\r.iparo. Ademas se le reconocen 
funciones propias. 

Es en la primera Ley organica del Ministerio PUblico de 
1908, que deja de ser parte integrante de la suprema Corte de 
Justicia y pasa a serlo del Poder Ejecutivo, can existencia 
propia y con independencia de ese Poder. 

<17> Vega Fernando. La Nueva Ley 
11

de Arnparo de Garantias 
Individuales. México 1983 • Miguel Angel PorrUa 
Editores. Edición facsimilar, México 1987. pp. 150-159 
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SEGUNDA ETAPA : 

La consideración del Ministerio Público 
Federal como parte en el Juicio de Amparo se deriva de las 
Fracciones VIII y IX del articulo 107 de la Constitución de 1917, 
que se referian respectivamente a los amparos directos, es decir 
a los que se promuevan directamente ante la suprema Corte de 
Justicia de la Nación, y a los indirectos promovidos ante los 
Juzgados de Distrito . 

Segtin las Leyes Reglamentarias que ha habido de dicho 
precepto, el !1inister10 PU.blico Federal interviene en tcdc:::: 
los Juicios de Amparo sin establecer ninguna distinciCn. 

Asi la Ley de Amparo de 18 de octubre de 1919, considera al 
Ministerio PUblico Federal como parte en estos )ulcios, en su 
articulo 11 fraccíon III: considerando también como tales a la 
hu~oridad Responsable, la contraparte del quejoso en materia 
civil, la parte civil en los juicios del orden penal, y las 
personas que hayan gestionado el acto contra el que se pide 
amparo, tratandose de prov idenci;1s directas dictadas por las 
at.ztoridades distintas de las judicialAs. En otro de sus 
precepto.s se ccupa somera::iente de la intervención del !üni.sterio 
Publico en el desarrollo del juicio; asi debora cuidar : de que 
no quede paralizado especialmente en lo que se :"Pferia al 
articulo 22 Constitucional; podlil manifestar la c-oiusa d2 
impedi~ento de un juez o ~inistro {Art. 40); se le de~ia oir en 
los casos de suspensión del acto reclamado (Art. 59}; y en los 
casos en qt.:c se negara, concediera o revocara ó.sta, podia 
interponer el recurso de revision, y precisamente debia de ser el 
Ministerio Publico Federal cuando la solucion perjudicara los 
intereses de la sociedad y del fisco (ART, 65); se deberia 
atender su opinión en los casos de demandas irregulares ya fuera 
para su adnisión o rechazo (art. 72). 

En los casos pror.iovidos ante la Corte y una vez adr.iit.ida la 
demanda por esta debia p3sar el expediente al Ministerio Público 
para que pidiCra sobre la concesión o negación del Ai:iparo 
(ART.110); deber1a cuidar sobre ul cumplimiento de las 
ejecutorias dictadas especialnenr.e traL:ndo!.ie de los casos que 
señala el articulo 22 constitucional. 

Por su parte la Ley Orgánica del Ministerio Publico Federal 
del lo. de Agosto de 1919 consignal'a en el A~t. 17 fracción VII, 
entre las atribuciones del Procurador General de la Rept.:~l ica la 
de 11 Alegar en los juicios de anpdro ante la Suprema Cort~ de 
Justicia por s1 o pnr ":""·Cdi= de ;;:;;,,,;.:-. dyent.es en los casos (>n qu~ la 
Ler lo ordene 11 , y por lo que toca a .su intervencion en les 
amparos indirectos el a!·t. 8 c;ue: se refer1a a la composición del 
Ministerio Público Federal, dec~a en :;u fracción IV " De los 
agentes que fueren necesurios para que cada Tribunal de Circuito 
y Juzgados de Distrito tenga tino ~dscrito 11 • 



La Ley Organica de ésa Institución del 29 de Agosto de 1934, 
se refiéren a la intervención del Ministerio PUbl ico Federal en 
el Aw.paro, r.iás o menos en los mismos términos, por lo que no 
creernos necesario su comentario. 

En 1932, durante la vigencia de éstas Leyes el Procurador 
General de la Repliblica Lic. Emilio Portes Gil, dirigió a los 
Agentes del Ministerio Público Federal, una circular en la que a 
grandes razgos señalaba la misión que deberia desempeñar la 
institucion, definiéndola como " una institucion de buena fe y 
hasta de equidad entendiéndo ésta corno complemento y realización 
de la justicia. Noción que se considera medular, atendiendo a la 
doble función del Minisetrio Público, encargado, por una parte, 
del ejercicio de la acción penal y por la otra, como consejero 
juridico del Procurador General de la República, del Ejecutivo. 

Señalaba tambicn ésta circular que el Ministerio PUblico 
debia cumplir con su función de organo regulador de la 
administracjón de justicia; firr.iaba los principios de equidad y 
responsabilidad, señalando la ley corno su Unica norma de 
actuación, debiendose s\1bordinar siempre a sus mandatos 
juridicos, sin obedecer a intereses extraños, siempre a.l servicio 
de la colectividad. Por otra parte se reconocia su dependencia 
del Poder Ejecutivo a quien debia servir lealmente, deicndicndo 
sus intereses rnor~lcs y materiales 11

• <18> 

En la Ley de Amparo de 1935, nace nuestro artículo 5o. 
vigente, sufriendo una irnportant1sirna modificacion en 1950, 
cuando se autoriza la abstención del Ministerio Pli.blico f'ederal 
para intervenir en los Juicios de Amparo cuando Cl considere que 
éstos carezcan de interés publico. 

Es hasta 1980, en que se invierte ·e1 anterior criterio y en 
vez de per~itir una abstención discrecional del Ministerio 
PU.blico Federal, ahora se condiciona su intervención en el 
amparo, cuando el caso de que se trate afecte a su juicio el 
intercs pUbl1co. Her.los tle admitir al legislador lo afortuando de 
ésta última redacción que asi reconoce la ra;!ón de la 
intervención del Ministerio Publico Federal y añade 11 En los 
demas casos podra hacerlo para proraover la pronta y expedita 
adrainistración de justicia. 

Para terninar he de aclarar que no tratri aqui la 
intervención del Ministerio PUblico Federal en el Juicio de 
Amparo en nuestras actuales leyes por ser éste un tema que 
tratare mas adelante . 

<18>- castro V. Juventino. 11 El Ministerio Público Federal en 
México , 11 Editorial Porrüa. Sta. edición. México 19BJ. 
pp. 25, 120-121 • 
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B) FUNCION DEL MINISTERIO PUBLICO FEDERAL COMO PARTE EN EL JUlClO 
DE AMPARO. 

El carcicter de parte del 'Ministerio PUblico Federal en 
el )U1c10 de a~paro, tiene sus fundamentos legales como ya se 
mencionó en el articulo 107 Fracción XV Constitucional, Articulo 
So. Fracción IV de la Ley de Amparo, y en los articulas 2o. 
Fraccion I y Jo. Fracción I de la Ley Orgánica de la Procuraduria 
General de la República. 

El articulo So. Fraccion IV de la Ley de Amparo establece 
que 11 es parte en los juicios de ar.iparo el Ministerio Püblico 
Federal quiér. podra intervenir en todos los juicios e interponer 
los recursos que señale ésta Ley, independientP.rnente de las 
obligaciones que le precisa para procurar la pronta y expedita 
adrninistracion de just1cia. 1'<19> 

De la lectur-a del art.So de la Ley invocada podernos inferir que 
el Ministerio Público federal es parte en todos los Juicios de 
Amparo debiendo prccurar por la pronta y expedita adminislración 
de la justicia. 

En opinión de Dc.:i Juvem:.ino V. Castro, la procuración de 
pronta y expedita adr.iinistración de justicia 11 no es la tarea 
procesal de una parte, es la corresponsabilidad en la buena 
administ.ración de justicia con el órgano jL1risdiccional ".<20> 
Desde i.\i punto de vista, en efecto, la procuración de pronta y 
expedita administracion de justicia no es de rnanet·a estricta la 
tarea procesa 1 de una part.e pero debo de agregar que tant.o la 
jurisprudencia como un mayor número de juristas afirman que el 
Ministerio Público federal es la " parte reguladora del Juicio 
de Amparo 11 , y en consecuencia debe procurar la pronta y expedita 
administrción de justicia . 

En la fracción I del articulo 2o. de la 
Ley Orgánica de la Procuraduria General de la República se 
establece la función que tiene el Ministerio Público federal 
consistente en vigilar los principios de legalidad 
y consti tuciona 1 id ad. Dentro de ésta func ion engloba 
a la Intervención del Ministerio Público Federal corao 
parte en todos los juicios de Ar.:.paro. (Articulo Jo. Fracción I, 
de la rnisr.ia Ley ) . 

<19> Trueba Urbina Alberto. 11 Nueva Legislación de Amparo Reformada 11 

Ed. Porrua. soava. edición. México 1989 pp. 52 
<20> Castro V. Juventino 11 Garantias y Ar:iparo 11 Ed. Porrúa 6ta. 

edicion . México 1989 pag. 443 
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Partiendo de la premisa anterior debemos establecer que el 
t·anisterio Publico Federal interviene en el Juicio de Amparo como 
parte reguladora en virtud de que es el encargado de vigilar por 
el interes público y procurar la pronta y expedita administración 
de justicia. 

Tiene pues un derecho propio, por lo que se considera tambicn una 
parte autónoma en el juicio de amparo. 

El ilustre jurisconsulto español Felipe Sanchez Reman, en 
una circular que redactó como fiscal del Tribunal supremo de 
España (24 de Hov. 1698), " consideraba al Ministerio PUblico 
como el Representante nato de la Ley. Dentro de esta concepcion 
no cabe considerarlo como parte, la parte y el Ministerio PUblico 
son dos figuras que actUan tanto en el proceso civil como en el 
penal por motivos diversos hacia el mismo fin. Las partes y el 
Ministerio PUblico son órganos agentes cuya acción consiste en 
poner a alguien en contacto con la litis: por ésto en el lenguaje 
corriente se comprende tambiCn al Ministerio PUblico en la amplia 
noción de parte, en contraposición al órgano que juzga. Actua sin 
embargo por diversos motivos la parte por interes y el Ministerio 
Público por deber. 11 <21> 

También debemos hacer notar que no se trata do una parte 
coadyuvante de la autoridad, ni contraparte del quejoso sino que, 
se trata de una parte reguladora, autónoma y ec¡uilibradora en 
todos los juicios de amparo. se trata pues de una parte con 
funciones sui generis completamente distintas de las desempeñadas 
por las otras partes que intervienen en el juicio, al decir de 
Chiovenda 11 no como parte en causa sino en calidad de 
representante del interés público en una causa entablada entre 
otros 11 , en otras palabras actlia no como parte litigante, sino 
como representante de la sociedad en un asunto qua se ventila 
entre otros, o como dice la supre;na Corte de Justicia n través de 
su jurisprudencia que 11 si bien es cie'rto que conforme a la ley 
de Amparo el Ministerio Público federal es parte en los juicios 
de garantías, tarnbiCn lo es que no tiene el caracter de 
contendiente ni de agraviado, sino de parte reguladora del 
procedimiento.º<22> " Los agentes del Ministerio Ptlblico 
Federal que intervienen en los juicios de amparo lo hacen en 
representación de ld sociedad como partes en dichos juicios, 
para velar por el exacto cur.1plimicnto de la ley".<23> 

oeciamos anteriormente que el Ministerio Público 
federal es tambión parte autonoma en el .Juicio de Ar.iparo, y 
como tal debe intervenir obligatoriamente en el mismo cuando 
exista un interes público, dejando al arbitrio de este la 
posibilidad de abstonarsc de intervenir an 

<21> De Pina Rafael. " Instituciones de Derecho Procesal Civil 11 

Editorial Porrúa. 17ava. edición, Móxico, 1965. pp. 136 
<22> ApC:ndice al Tomo XXXVI del Semanario Judicial de la 

federación. pp.946 
<23> Idem. 21. pp. 133 
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el asunt:o cuando no exista tal interés. 11 Esto no significil i::e 
ninguna manera que el Ministerio Püblico Federal renuncie a F-c:.· 
parte reguladora en el juicio de amparo, ni nucho r..enos ;'..;\-: 
decline su facultad de intervenir en el proceso para vigilar .la 
estricta legalidad del misrno "· <24> 

Todo lo expuesto nos lleva a la conclusicn 
de que el Ministerio Pliblico Fedefal al intervenir como parte en 
el juicio de amparo si tiene un interes, que es el interds 
pUblico. Y como parte reguladora o equilibradora en el proceso 
Constitucional sier.ipre debe vigilar y procurar la pronta y 
expedita administración de justicia, para que en los juicios se 
de exacto cumpli~iento a la ejecutoría. 

Pero debernos afirmar que tiene una intervencion mas decidida 
como parte en el Juicio de Amparo, cuando existe un interds 
público. 
Es preciso recordar que el Interes Social es el "" Conjunto de 
pretensiones que surgen de las necesidades que tienen la mayoria 
de les grupos hmnanos que pertenecen a una sociedad "<25> 
En este orden de ideas se precisa la necesidad de determinar lo 
que es el interés ptiblico : " Es el conjunto de pretensiones 
relacionadas con las necesidades colectivas de los miembros de 
una comunidad y protegidas mediante la intervención directa y 
permanente del Estado , 11 <215> 
El interes social puede manifestarse en un interés püblico 
general o mayoritario. 

El intercs pub! ice coincide. con el in te res social 1 puesto 
que ambos se originan en la sociedad misma, sin embargo, se 
diferencian en que el interés social es un interés de la 
colectividad o de la mayoría no siempre satisfecho o regulado, y 
el interés público es ese mismo interés pero protegido, 
garantizado, y tutelado en un ordenamiento juridico por el 
Estado. Urge pues garantizar y proteger al interes social, que no 
se encuentra protegido, a través de la Ley de Amparo y del 
Ministerio Público Federal corno representante de los mas al tos 
intereses sociales. 

En la Ley de Amparo se encuentra ésta coincidencia entre el 
interés público y sociul , en el art. 124 Fracción rr, al 
referirse a la suspension establece : La .:;uspensión se 
decretaru cuando no se siga un perjuicio del interes social ni se 
contravenga disposiciones del orden público. s~ considerarán 
entre otros casos que si se siguen estos perjuicios o ze realizan 
esas contravenciones, cuando de concederse la susponsión: se 
continue en funcionamiento de centros de vicio, de lenocinios, la 

<24> Acuerdo J/84 Respecto de la Intervencion dt;;ol :ünic::terio 
Público en Materia de ;\;r.p.1ro, Punto Jo. 11 Ley Organica de 
la Procuraduria General de la Republica. Cod igo de 
Procedir:iicntos iienalcs 11 Editorial Port"úa. 35ava~ 
edición, Mexico 1966. pp. )87 

<25> OB. CIT. 4 pp. 241-242 
<26> UNAff. Instituto de Investignciones Juridicas. "Diccionario 

Juridico Mcxic.Jno "· Mexico, 1984. pp. 167-168. 

51 



producción y el comercio de drogas enervantes; se permita la 
consuraación o continuación de delitos o de sus efectos, o el alza 
de precios con relación a articulas de primera necesidad o bien 
de consumo necesario: se impida la ejecución de medidas para 
combatir epidemias de carácter grave, el peligro de invasión de 
enfermedades exóticas al país, o la campaña contra el alcoholismo 
y la venta de sustancias que enerven al individuo o degeneren la 
raza; o se permita el incurr.plimiento de las ordenes militares 
11 <27> 

De la lectura de éste articulo se destaca la coincidencia de 
la que hablabamos anteriormente que existe entre el interés 
pU.bl ice y el interes social. Por otra parte el acuerdo J/84, 
fundamentado en los arts. 18 de la Ley de la Procuraduria General 
de la República y 4 F. XV de su reglamento, respecto a la 
intervención del Ministerio Público Federal en materia de amparo 
de la misma Ley publicado en el Diario Oficial de la Federación 
el 24 de Abril de 1984, se1iala como cuestiones de interés público 
las siguientes : 

11 l) La invasión por parte de 
atribuciones de los Estados o por 
correspondientes a aquélla. 

la Federación en 
parte de éstos en 

las 
las 

2) Cuando se contemple el cumplimiento o la impugnación de 
tratados internacionales. 

3) cuando se afecten directa o indirectamente las 
atribuciones o el patrimonio de la Administración Pública 
descentralizada y paraestatal de la Fed~ración de los Estados o 
de los Municipios. 

4) cuando se cuestione la constitucionalidad de leyes o 
reglamentos locales. 

5) cuando se implique la interpretación directa de un 
precepto constitucional por parte de las autoridades responsables 
o se considere la desatención de un criterio jurisprudcncial 
firme. 

<27> OS. CIT. 19 pp.llB 
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6) Cuando se afecten las derechos sociales que es~ablecc la 
Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos, en lo m.!c 
respecta a la protección de la far.i.ilia, de los menores. e 
incapacitados, a la legitima tenencia de la tierra, a la justicia 
en las relaciones laborales, al orden social, econon.ico y en 
general a otras materias de contte_nido eminentemente social. 

7) Cuando se trate de cuestiones análogas o conexas a las 
enunciadas ejemplif icativamente en las que por su i~portancia o 
trascendencias sociales se requiera la preferente y eficaz 
intervención del Ministerio PUblico Federal en su prioritaria 
función de vigilancia de la Constitucionalidad y la 
le9alidad. 11 <28> 

El Ministerio Público Federal podrá 
abstenerse de intervenir en el Juicio de Amparo cuando no se dan 
las causas de interes pLiUlico que acabamos de transcribir. su 
intervención depende de ellas , pero cuando no las hay se 
limita a la for~ulación de un pedimento, 
que se rcferira concreta~ente a las causales de improcedencia 
en la instancia tanto las correspondientes al ejercicio de la 
acción de amparo como las relativas a las interposiciones de 
recursos; en cuanto al fondo se referiran estrictamente a las 
cuestiones relacionadas con el interés público que le 
corresponje vigilar fijando la posición del Ministerio Ptlblico 
dentro de la controversia. 

Deber.tos hacer notar que ninguna Ley señala un concepto 
de "interés publico" ni establece sus causas, es por ello que la 
facultad de abstenerse de intervenir del Ministerio püblico 
Federal no esta delimitada con precisión i" menos al.in la función 
que debe desempeñar la representación social como parte en el 
Juicio de Amparo. 

De acuerdo con las cargas de trabajo que tengan los 
agentes del Ministerio Público éstos podr.:in abstenerse de 
formular el pedimento lo cual no implica que decline su facultad 
de intervenir como parte en los juicios de amparo y para vigilar 
la estricta legalidad de los mis~os, como ya hemos señalado. 

Debemos señalar que el problema fundamental, al que nos 
enf renta::ios, al tratar la intervención del Ministerio PUbl ico 
federal, corno parte en el Juicio de Amparo, es que las 
disposiciones legales, son demasiado escuetas para que nos digan 
por si solas la función concreta que debe dcsarrol lar el 
Ministerio Público Federal en la secuela del Juicio de Garantiils. 
Se reducen a afirmar que es parte en los Juicios de Amparo, que 
en ellos representa al interés pUblico, sin entrar en mas 
porr.ienores. 

<28>08, CIT. 24 pp. 386 
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Por otra parte la suprema Corte de Justicia de la Nacion ha 
limitado su ju~isprudencia, en éste punto concreto al decir que 
11 El Ministerio Público es la parte reguladora del Procedimiento 
que interviene en representación de laa sociedad para velar por 
el exacto cumplimiento de la Ley 11 

Lo concreto de la Ley y la pobreza de la Jurisprudencia de 
la·Corte han dejado de resolver los problemas que en la practica 
presentan la intervención del Ministerio Público en nuestro 
Juicio Supremo como los son principalmente : el papel que el 
Ministerio Público desempeña en éstos juicios de representante de 
la Sociedad, en su interés en que la Constitución se respete y 
sea acatada y de consejero juridico del Ejecutivo y defensor de 
los intereses de la Federación, que en muchas ocasionas están 
comprometidos. 

La dependencia que tiene el Ministerio Público Federal, del 
Poder Ejecutivo, tiene su fundamento en los arts. 102 Párrafo r 
de la constitución, y en el lo. de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública Federal. El primero marca que : 11 La Ley 
organizará al Ministerio Püblico Federal cuyos funcionarios serán 
nombrado y removidos por el Ejecutivo; y estará presidido por el 
Procurador Ceneraal de la RepUblica .... 11 : y el segundo señala 
que : "La Procuraduría General de la Repliblica forma parte de la 
Administración Pública Federal Centralizada "· 

Esta dependencia del Poder Ejecutivo, ha provocado en 
ocasiones que el Ministerio público Federal intervenga en el 
Juicio de Amparo en beneficio de los intereses de la Autoridad 
Responsable, o del Ejecutivo, lo cual origina una parcialidad 
en su intervención. 
11 Históricamente, el Ministerio Püblico, aparece como una 
Institución puesta al servicio del Jefe del Estado {del Poder 
Ejecutivo en el régimen de separación de poderes) y supeditada a 
él; pero la necesidad de rectificar éste error cuenta cada dia 
con más adeptos. Una administración de justicia libre y eficaz, 
requiere, como supuesto indeclinable, un Ministerio PUbllico 
independiente, puesto a cubierto efe injerencias extrañas, 
sometido sólo a los mandatos de la Ley y a los dictados de la 
conciencia de los funcionarios que lo representan. Unicamente 
asi podrá desempeñar correctamente la misión que le corresponde 
11 <29> 

Aún cuando nos ~erece respeto la opinión que acabamos de 
mencionar, consideramos que no es una solución separar al 
Ministerio PUblico Federal del Poder Ejecutivo, sino m<ís bien 
lograr que el personal del mismo sea altamente capacitado en la 
cienci"! del Derecho y responda a la buena fe, honradez e 
imparcialidad con que debe desempeñar sus funciones. 

otro problema que no ha sido tratado con la importancia, 
debida es la po~ibilidad de que el Ministerio PUblico pueda 
interponer recursos. Algunos autores como Don Ignacio Burgoa 
opinan que si tiene facultad de interponer recursos, también as1 

<29> OB. CIT. 21 pp. 137 
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lo marca la fracciin IV del multicitado art. So. de la Ley de 
Amparo. Las Jurisprudencias de la Suprema Corte de Justicia se 
han inclinado por las dos posturas, desde negar la pcsibili=~~ =~ 
que pueda interponer recursos hasta en últimas fechas reconocerle 
esa posibilidad, que se deriva de su caracter de oarte. Pode~os 
mencionar al respecto la ejecutoria de la Supre~a corte de 
.Justicia : 11 conforme al art. So. de la Ley Reglamentaria en los 
Juicios de Anparo se considera co:-:;o· parte al Ministerio Público y 
la Ley dispone que contra el auto del Juez de Distrito que 
conceda, niegue o revoque la suspensión 1 las partes interesadas 
pueden interponer el recurso de revisión, es incuestionable que 
el Ministerio Publico federal esta facultado para interponer 
dicho recurso ''. <30> 

En la practica la intervención del Ministerio Público 
Federal cor.io parte en el Juicio de Ar.iparo se reduce a la 
formulacion de un pedimento, esta intervencion generalmente 
carece de trascendencia por lo siguiente : a) Se abstiene de 
opinar, alegando que no esta en juego el interés público , o b) 
admitiendo la existencia de dicho interés formula su pedimento 
pero este es desesti~ado por el juez en virtud de su deficiente 
~lan~eacicnto derivado ~Lichas veces, de la falta de preparacion 
y profesionalismo d~ sus agentes. 

En conclUslon no son pocos los problemas que enfrenta la 
intervencion de-1 Ministerio Publico federal co~o parte en el 
Juiclo de /'\r.iparo, la dualidad de su función, la naturaleza sui 
generis de su curacter de parte, su dependencia del poder 
ejecutivo, por consiguiente una parcialidad en su intervención, 
la li!!':itacion de su intervcncion cuando existe interós público, 
la posibilidad de que pueda o no interponer recursos , no ha 
estado exento de las criticas que fundadar.wnte se esgrimen para 
lograr desterrarlo del Juicio de l'\rnparo. La dualidad de sus 
funciones pone en duda la buena fQ de la Institución, que en 
lugar de actuar para velar por los intereses pl.iblicos, actúan en 
la mayor1a de los casos en bencf ic10 de Jos intereses de la 
Autoridad Responsable. Es conveniente destacar que cuando el 
Ministerio Público Federal intervenga corno parte en los juicics 
de Ar:i.paro deberá intervenir por el interds pUblico. 

La posibilidad de que pueda interponer recursos se ha 
utilizado en ocasiones para retardar el procedir..iento en 
beneficio de los intereses de la Autoridad Responsable. 
Por Ultimo la posibilidad de abstenerse de intervenir en los 
juicios de ar.iparo que carezcan de interés público (no intervendra 
cuando se afecta un interes privado en que exista violación 
constitucional) ,ha planteado no pocos debates sobre la inutilidad 
de su intervencion en nuestro Juicio Constitucional, debido co:no 
ya hemos señalado, a que el interes público no se encuentra 
definido en la Ley, y ader.ias a que mínimas veces es torr.ddo en 
cuenta su pcdir..e:ito. 

Urge pues la necesidad de 
refor':':lar la ley, haciendo mas precisas las funciones de ésta 
Institución depurandola y mejorandola, y preparando a los 
representantes sociales, para lograr el más alto fin para el que 
rue creado : Servir a la sociedad. 

<30> Tor.i.o XX\'I pag. 90 semanario Judicial de la Federación. 
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B.l AMPARO INDIRECTO; 

El Amparo indirecto o bi-instancial, como lo 
denomina el Maestro Burgoa, se promueve en primera instancia ante 
el Juez Federal de Distrito, de acuerdo con las causales de 
procedencia que estnblece el articulo 114 de la Ley de A.mparo, 
que a la letra dice : 11 El amparo se pedira ante el Juez de 
Distrito : 

I. Contra Leyes federales o locales, tratados 
internacionales, reglamentos expedidos por el Presidente de la 
RepUblica de acuerdo con la fracción I del articulo 89 
Constitucional que por su sola entrada en viqor o con motivo del 
primer acto de aplicación causen perjuicios al quejoso. 

II. contra actos que no provengan de tribunales 
judiciales, administrativos o del Trabajo. 

III. contra actos de tribunales judiciales, administrativos 
o del trabajo ejecutados fuera de juicio después de concluido. 

IV. contra actos en el juicio que tangan sobre las personas 
o las cosas una ejecución que sea de imposible reparación. 

V. Contra actos ejecutados dentro o fuera de juicio, que 
afecten a personas extrañas a él. 

VI. Contra leyes o actos de la autoridad federal o de los 
Estados en los casos de las fracciones !I y III del Articulo 10. 
de ésta Ley .. 11 <31> 

Asi como, en el caso de jurisdicción concurrente (Art. 37) 
se pro~ueve el amparo indirecto ante el superior del tribunal 
que haya cometido una violación a las garantias que en materia 
penal consagran los articules 16. 19 y 20 r. I,VIII, y X 
párrafos I y II de la constitución. Pero ademas el juicio de 
amparo indirecto procederá contra actos que sin ser sentencia 
definitiva pongan fin a un juicio tramitado ante los Tribunales 
Judiciales, administrativos, fiscales o del trabajo, o cuando no 
se trate de algunos de los supuestos de los articulas 159 y 160 
de la Ley de Amparo . 

<31> OB. CIT. 19 pp. llJ-ll~. 
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La trami tac ion de éste Juicio es sumar.tente sencilla 
inspirada en los principios de oralidad, concentración \' econonia 
procesales puesto que una vez admitida la demanda desPues de un 
examen sobre su procedencia y regularidad (Art. 14 6 y 
147 Lay de Arr.paro} el propio juez federal solicitará informe ~ 
las autoridades demandadas que deben rendirlo en un plazo de :. 
dias aco::ipañando los documentos ·justificativos. 
Dicho informe tiene todos los efectos de la contestació~ 
de la der.;anda en el proceso ordinario ya que su ausencia 
determina que se tengan por ciertos los actos que se reclar:ian y 
ader.iás la ittposicion de una r.iulta (Art. 149) corriéndose traslado 
al terce~o interesado si lo hay (Art. 147). 
En el misr.io proveido por el cual se admite la demanda se fija la 
fecha para la celebracion de una audiencia constitucional 
(Art.lSlJ en la que se deben ofrecer, adr.iitir, rechazar o 
desahogar las pruebas, y formularse los alegatos que 
generalmente se presentan por escrito o en forma oral y en su 
caso el pedimento del Ministerio Público federal debe dicta~se 
el fallo que corresponda (Art. 155). 

Por otra parte la Ley Organica del Ministerio Público Federal 
en su art. ~7 ei:.tablecla que : " Los agentes del ninisterio 
publico fede~al formularán pedimentos en los amparos de que 
conozca la Suprerna Corte de Justicia de la Nación . '' 

El art. ~9 de la Ley antes r.iencionada establecía que los 
agentes del Ministerio Publico Federal tienen la obligación de 
estudiar las tesis que sustente las salas de la Suprema Corta de 
.Justicia e informaran al Subprocurador que corresponda respecto a 
la contradicciones que observaren. 

El maestro Burgoa concluye que "la intcrvencion del Hinisterio 
Público Federal, en el t\mparo indirecto es muy exigua, pues su 
función se contrae a fonnular pedimentos, conque se da cuenta en 
la Audiencia constitucional en el sentido de que se conceda ó 
niegue la proteccion federal al quejoso o se decrete el 
sobreseimiento " <32> ( Art. 155 Ley de Arnpnro ) . 

Compartimos esta opinion, }' hemos de abundar que 
si bien es cierto que la funcion del Ministerio Públ ice se 
contrae a formular pedimentos, también cierto es, que óstos sólo 
son una opinión a la que en ocasiones no se le torna en cuenta 
como debiera, ó bien como señalanos por las cargas de ~rabajo de 
los agentes éstos se abstienen de formular pedimento. 

<32> OB. CIT. 6 PP. 643 
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B.2 AMPARO DIRECTO : 

El Amparo Directo que es de una sóla instancia debe 
promoverse por escrito, y deberá presentarse por conducto de la 
Autoridad Responsable que em1tio la sentencia, laudo o 
resolución que puso fin al juicio. Esta tiene la obligación tle 
emplazar a las partes con las copias de la demanda de amparo 
y de remitir la demanda original con una copia, asi corno las 
constancias del ernplazatr.iento, su informe y el expediente del 
juicio o en su defecto copia certificada, al Tribunal Colegiado 
de Circuito correspondiente (Art. 16J } . 

La presentación de la demanda en forma directa ante Autoridad 
distinta de la responsable no interrumpirán los términos 
a que se refiéren los articulas 21 y 22 de ésta Ley (Art. 165). 
Es decir no se interrumpe el térr.i.ino de presentacion de la 
demanda de amparo y por lo tanto se tiene como no presentada. 
El tercero perjudicado y el Ministerio Público del fuero federal 
podrán presentar alegatos ante el Tribunal Colegiado de Circuito 
en un término máximo de diez días a defender sus derechos (Art. 
167 ) • 

Una vez que se han emplazado a las partes se remitira la 
demanda, la copia que corresponda al Ministerio Público Federal r 
los autos originales al Tribunal Colegiado da circuito dentro del 
término de 3 dias. Al mismo tiempo rendirá su informe con 
~just.ificación, (Art. 169) 

El art. 158 establece la procedencia del amparo 
directo, y éste procede contra sentencias definitivas o laudos y 
resoluciones qua pongan fin al juicio dictados por tribunales 
judiciales, administrativos o del trabajo respecto a los cuales 
no proceda ningún recurso ordinario por el que puedan ser 
modificados o revocados, asi como por violación del procedimiento 
previstas por los articules 159 y 160 de la Ley de Amparo, cuando 
se afecten las defensas del quejoso trascendiendo al resultado 
del fallo, violaciones cometidas en las propias sentencias, 
laudos o resoluciones indicadas. 

El Tribunal Colegiado de Circuito deberá examinar ante todo 
la demanda de amparo y si encuentra motivos manifiestos de 
improcedencia la desechará de plano y comunicará su resolución a 
la Autoridad Responsable (art. 177). Si hubiere irregularidad en 
el escrito de demanda el Colegiado señalara al promovcnte un 
término que no excederá de S ri1as para que ~ubzane las omisiones 
o corrija los defectos (Art. 178), sino la subsanan se tienen por 
no interpuestos. 
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El Agente del Ministerio Pliblico que hubiere intervenido co::lo 
acusador en el proceso penal puede presentar sus alegaciones ¡=,or 
escrito directamente ante el Tribunal Colegiado de Circuito dentrc 
de un plazo de 10 días a partir del siguiente del empla:a:r.iien~c 
(Art. 18-0 } . Asi :r.iis:no cuando :el Ministerio Pú.blico 50lici!:c 
los autos para formular pedimento, deberá devolverlos dentro del 
té mino de die.<: di as, contados a partir de la fecha en que los 
haya recibido. Si no devolviere los autos al expirar el ~érrnino 
mencionado, el Tribunal Colegiado de Circuito mandará recogerlos 
de oficio (hrt. 181). 

Por lo anteriorr.iente descrito podemos observar que tambier: 
en el Amparo directo la intervencion del Ministerio Ptlblico 
federal corr.o parte se limita a formular un pedimiento el cual 
esta sujeto al ejercicio de la facultad que le otorga el Art. 107 
f. XV de la Constitucion en el sentido de que dicha institucion 
puede abstenerse de intervenir en el juicio de arnparo cuando en su 
concepto el caso concreto de que se trate carezca de intcres 
público, debemos afirrr.ar que en araparo directo debe existir una 
intervencion t:\as decidida de la institución del Ministerio 
Püblico federal porque en las materias penal, laboral y agraria 
por su propia naturaleza y origen constitucional son de interés 
pú.blico y social, por lo ~ue indefectiblemente debe fort:'lular su 
pedimento. 

En conclusion la intervención del Ministerio Pú.bl ice federal 
tanto en el amparo indirecto como en el directo se limita a la 
fonnulación de un pedimento. Cuando exista un interes publico 
mediante éste pedinento fiJara su intervención como parte en el 
juicio de apparo. Generalmente úste pedimento 
tanto en el ar.iparo directo cor.10 en el indirecto carece de 
relevancia, sin que esto obste para que vigile la estricta 
legalidad de los procesos como para ejercer las atribuciones que 
le son propias como parte en el juicio de amparo. Una vez r.ias 
podemos observar la necesidad ir.1perante de una reforma a la LP.y, 
para lograr el mas alto fin de nuestra representacicn social : 
11 Servir y proteger a la sociedad a través de la justicia y el 
bien común 11 
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C) RESPONSABILIDAD DEL MINISTERIO PUBLICO FEDERAL POR 
ABSTENERSE DE INTERVENIR COMO PARTE EN EL JUICIO DE AMPARO " 

Para entrar a estudiar la Responsabilidad del 
Ministerio Ptlblico Federal en el Juicio de Amparo princi.pL"lrc' por 
afirraar que ante todo éste represontante social es un 11 Servidor 
Público 11

, como se infiere de los articulas 20. de la Ley Federill 
de Responsabilidades de los Servidores Públicos 11 y 108 Parrafo 1 
de nuestra constitución Política. 

El art. 108 Párrafo constitucional a la letra 
establece : " Se reputaran como Servidores Publlcos a los 
representantes de elección popular, a los rniombros de los poderes 
judicial federal y judicial del Distrito Federal, a los 
funcionarios y empleados y en general a t.odcl persona que 
desempeñe un enpleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en 
la Adr:dnist:ración PUblica Federal, o en el Distrito Federal, 
quienes seran responsables por los actos u omisiones en qu(' 
incurran en el desempeño de sus respectivas funciones " <ll> 

Es de ~rascendental importancia para nuestro estudio el 
articulo que dcabar.os de transcribir, por que nos señala que el 
Ministerio Pú.blico Federal es un servidor público, mas aun si 
leemos el ya rnulticitado art. 102 Párrafo I de la Constitución 
que estableCQ: 11 La Ley organizara ~11 Ministerio PUtJlica de };J 
Federac:..ón, cuyos funcionarios seran nombrados y rc~ovido5 por t!l 
Ejecutivo ... y deberán estar presididos por el Procurador' 
General de la RepU.bl ica ". <34> 

De la lectura de éstos arts. concluimos : 

1) El Ministerio Püblico Federal es un Servidor 
Público, puesto que cae en el supuesto del Art. 108 Párrafo I de 
la constitución. 

2) Depende del Poder Ejecutivo, puesto que sus 
fuuncionarios serán nombrados y removidos por el misrao, y 

J) Les funcionarios del Ministerio Público Federal 
estaran presididos por el Procurador General de la RepUblica lo 
cual sitúa a ésta Institución Social como parte de la 
Administración Pública centralizada, como se deduce del art. lo. 
de· la Ley Orgánica de lu Administración PUblica Federal. 

<33>" c0nstitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos". 
Editorial PorLUa. 78ava. edición, Mcixico 1985. pp. 89-90. 

<34> OB. CIT. J) pp.ao 
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Una vez que hemos llegado a éstas conclusiones es 
preciso señalar que al ser un servidor Público se le puede e>:igir 
la responsabilidad que al mismo le corresponde contemplando ta 
posibilidad de fincar la responsabilidad del Ministerio Plibl ico 
Federal por abstenerse de intervenir en el Juicio de At1par~ 1 

cuando exista un interés público. 

El Art. 10? Fracción >..'V de la Constitución est,1blece : 
11 será parte en todos los Juicios de A::-.p.aro el Ministerio Publico 
Federal, pero podra abstenerse de intervenir cuando el case de 
que se trate carezca a su juicio de interés público 11

• Esta 
facultad que la Constitución otorga al Ministerio público Federal 
ne es discrecional, puesto que seria inadmisible que existiendo 
un relevante interCs público éste se abstenga de intervenir por 
considerar que tal interés no existe. 

La Responsabilidad que se puede exigir al Ministerio 
Público federal, tiene su funda.mento en los arts. 109 Fracción 
111 de la cor.stit.ución y .;¡ fracciones I y XXI de la Ley Fe--:deral 
de Responsabilidad de los Servidores Publicas. 
El pri:::er articulo establece : 11 El Congr~so de la Union y 1 as 
legislaturas de los Estados, dentro de los ambitos de sus 
respectivas Colilpetencias cxpediran las leyes de responsabilidades 
de los Servid::ircs Públicos y las der.las norr.ias conducentes a 
sancionar a quienes teniendo este carácter incurran en 
t"esponsabilidad de confct"r..idad con las siguientes prevenciones: 
III. - se apl1caran sanciones administrativas a los Servidores 
Públicos por los actos u omisiones que afecten la J~qalidad, 
honradez, lealtad, ir.iparcial id ad y eficiencia que deben observar 
en el deser.ipeño de sus empl~os, cargos o comisiones. En la parte 
final de este articulo se señala que cualquier ciudadano bajo su 
r.ias estricta responsabil1dad y r.:ediante la presentacion de 
ele::ientos de ~rueba podra forr..:..llar denuncia .1nte la cánara de 
Diputados del Congreso de la Unión respecto a las cc~ductas a que 
se refiere este articulo''· <35> 

Por otra parte el articulo 4 7 de la Ley r·cdcral de 
Responsabilidad de los servidores Publicos establece las 
obligaciones que todo Servidor PUblico debe cumplir para 
salvaguardar la legalidad, honradez, lealtad, ir.iparclalidad y 
eficiencia que deben observar en el dese:..-.peño de sus funciones 
entre las cuales podemos destacra las siguientes : 

<JS> 08. CIT. 33 PP. 90-91 
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11 I.- cumplir con la max1ma diligencia el serv1c10 que le sea 
encomendado y abs~enerse de cualquier acto u omisión que cause la 
suspensión o deficiencia de dicho servicio o implique el abuso 
o ejercicio indebido de un empleo, cargo o comisión. 
XXI. - Abstenerse de cualquier a.eta u omisión que implique 
incumplinie~to de cualquier disposición juridica relacion~da con 
el servicio público 11 .<36> 

De éstos arts. podernos decir : Que la negativa a 
intervenir en el Juicio de Amparo del Ministerio Pú.bl ice cuando 
si exista. un interés pUblico implica un acto u omision que causa 
la deficiencia del Servicio pUblico que debe desempeñar. Esta 
negativa implica además una omisión con lo que se da 
incumplimiento a una disposición jurídica que es la del Art. 107 
Fracción XV de la Constitucion. 

En efecto la abstención de intervenir no es una facultad 
discrecional cotio ya hcr..os r.1encionado, sino una facultad que 
tiene el Ministerio PUbl ico Federal fundada en la buena fC y 
preparación, as1 co~o en el estudio razonado que éste 
representante social debe realizar del intercs público. Debemos 
destacar que la Ley Federal de Responsabilidades de los 
Servidores Pú.bl icos, no contenpla de manera especifica, la 
abstención del Ministerio FUbl ico Federal de intervenir como 
parte en el Juicio de Ar.iparo. esto se debe a la falta de una 
definición en dicha Ley, del intercs público y de lo~ casos en 
que pueda abstenerse de intervenir corno parte en el Juicio de 
Amparo. 
En consecuencia de lo anterior, henos renlizado un esfuerzo por 
encuadrar la abstención del Ministerio Público federal como parte 
en el Juicio de Amparo en los supuestos que la Ley establece y 
en los que se evidencia dicha abstención. 

Las Autoridades competentes para aplicar la Ley Federal de 
Responsabilidad de los Servidores Pllblicos, de acuerdo con su 
art. Jo., serán : 

!.- Las Cá~aras de Senadores y Diputados al Congreso de 
la Unión. 

II. - La Secretaria de la 
Federacion. 

Contraloria General de la 

III.- Las Dependencias del Ejecutivo Federal. 

IV.- El Departamento del Distrito Federal. 

<36> "Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores 
Püblicos. Ley Orgánica de la Administracion PUblica 
Federal 11 • Editorial PorrUa • 22ava. edición, México 
1990. pp. 760 y 763. 
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V.- La suprema corte de Justicia ·.de la Nacióh. 

VI.- Tribunal Superior de· Justiciá,"del D.F. 

VII.- Tribunal FiScal de la Federac;ón. 

VIII.- Los Tribunales del Trabajo 

IX. - Los denas Organos Jurisdiccionales que determinen 
las Leyes 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación y el Tribunal 
Superior de Justicia del Distrito Federal establecerán los 
organos y sistemas para identificar, investigar y determinar las 
responsabilidades derivadas del incumplir.tiento de las 
oblligaciones establecidas en el art. 47, asi cor.io para aplica= 
las sanciones establecidas en el art. 53 de la Lev Federal de 
Responsabilidad de los Servidores PUblicos, en ios términos 
de las correspondientes leyes organlcas del Poder Judicial . 
Le propio haran, conforne a la legislación respectiva y por lo 
qui: hace a su competencia las camaras de Diputados y Senadores 
del Congreso de la Union. {Art. 51 Lt~RSP} 

En conclusion, la pcsitil idad que tiene el Ministerio 
P\ibl ice Federdl de abstenerse de intervenir coi.lo parte en el 
Juicio de Ar.lparo cuando el caso de que St:! trate carezca a su 
juicio de interés publico no es una facultad discrecional sino 
una facultad que le fué ot.nrgada ce:-\ fundamento en l.:i buena fC, 
honradez e imparcialidad de éste representante social. Solo en el 
caso de que se definu el interés publico en la Ley procederá el 
Juicio de Responsabilidades. 

Debemos precisar que en la práctica el Minicterio PUblico 
Federal simplemente no interviene (e~ista o no interés público), 
lo cual ha dejado nucho ~~e desear de nuestro más alto 
representante social. 
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11 CONCLUSIONES 11 
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H_CONCLOSIONES 11 

1.-: El~· ~-¡~~-s1::.~t-f~·;·: Pü-~iicO: Federal siempre 
parte eri·-:~l ~Juici_o· -d~· ·Ampáicii paia Velar por el 
y _procurar.1~··;pronta· :r e~p_e_d~ta "administ~ación de 

interviene corno 
interés público 
justicia. 

. 2 ;:_ ·:l:: ·.~'f'~I;~·erf~ Publico Federal puede abstenerse de 
irite~enir c~'mo' P.~.r~e-·_en ·-el Juicio de Amparo cuando a su parecer 
el as1:.1n~o;: __ de<.q~e-:se t:~ate carezca de interés púb1 ico. 

J •- Los --p_edimentos que forClula el Ministerio Público 
Federa'! en e1 Juicio de Ar.iparo con frecuencia son deficientes, 
y no-~on tomados en cuenta por el Juez. 

__ 4.- En la Ley de Amparo deben establecerse los casos 
en que el Ministerio Público Federal podra abstenerse de 
intervenir en el Juicio de Amparo por no afectar el Interés 
Público, a fin de evtt.ar que en los Juicios de Amparo que sean de 
interés público se abstengan de intervenir . 

s.- El concepto de interes publico es amplio, debe ser 
definido en la Ley, para evitar que quede al arbitrio del 
Ministerio Público Federal. Este concepto ha dado lugar a que 
la intervención del Ministerio Pliblico Federal en el Juicio de 
Amparo se haya convertido en una facultad discrecional, pues 
tiene la facultad para abstenerse de intervenir cuando considera 
que no se afecta al interris público. 

6.- Los integrantes de la Institucion del Ministerio 
Publico Federal deben ser personas alta~cnte capacitadas en 
la Ciencia del Derecho, para que su intervención en el Juicio de 
Amparo sea positiva y que los pedimentos, Ubelos y dar.i.as escritos 
que elaboren en ese Juicio, sean efj~~ccs r-~~a la representación. 

7.- Si el Ministerio Público Fcderal,es parte del Juicio de 
A~paro se abstiene de intervenir cuando el acto afecte el Interés 
Público debe ser objeto de Responsabilidad co~o Servidor Público 
por no cumplir con la función asiganada por la Ley. 

65 



B.- Debe re.formarse el Art.. 107 Fracc1bn XV 
const1tuc1un~'tl a e-tect.o d.e que la funclbn d.el M1nist.er10 P\lbl1co 
r~e<l>:ra.l no zea \lntcnmcnte velar por el lnt.erl!s P\Jl>llco s1110 
t.amb1t:n por que se res1.ablczca la v101ac1bn a la Constltuc1bn, ya 
sea que el Acto afecte al lntert?s Ptlbllco o al tnterl!s Pr1va.c10. 

9.- La Ley d.e Amparo clebe de'f1n1r : a) Cl lntcr~s 
Ph.bl1co; ll) los casos conc1ctos en que el H1n1sLer10 
P\Jbl1co Fed.eral pueda abstenerse de 1ntervcn11· como parte en el 
Ju1c10 ile Amparo, y e) se reestructure las funciones que a.ene 
realiza& el Hu11ste!"H' PUbUco Federal en el Ju1c10 ae Amparo, 
en los t~rm1nos de Ja cont:lu.::;tbn que antecede. 
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